[bookmark: _Toc366755199]Nº 48-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del catorce de diciembre de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, y del licenciado Parris Quesada Madrigal.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta, y el Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas, se encuentra ausente con justificación.
[bookmark: _Toc121403179]ARTÍCULO I
Documento N° 1119-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc121403181]ARTÍCULO II
Documento N° 1120-2022
Aprobación del acta N° 47-2022 de la sesión celebrada el 06 de diciembre de 2022. 
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 47-2022 de la sesión celebrada el 06 de diciembre de 2022.
[bookmark: _Toc121293648][bookmark: _Toc121403185][bookmark: _Toc121293650][bookmark: _Toc121403187]ARTÍCULO III
Documento N° 1032-2022 / 1112-2022
En sesión N° 44-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, se le otorgó a la señora Dalia Burgos Fernández, en calidad de cónyuge sobreviviente del Jubilado Judicial fallecido David Masís Burgos, una pensión cuya asignación mensual fue de ¢237,959.72 (doscientos treinta y siete mil nove-cientos cincuenta y nueve colones con setenta y dos céntimos), equivalente al 38% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Masís Burgos al momento de su deceso, lo anterior, a partir del 5 de setiembre de 2022.
Por lo anterior, la señora Dalia Burgos Fernández, Pensionada Judicial, mediante nota recibida el 30 de noviembre de 2022, presentó lo siguiente:
“RECURSO DE REVOCATORIA O REPOSICIÓN

Quien suscribe, DALIA BURGOS FERNÁNDEZ de calidades que constan en autos, presento RECURSO DE REVOCATORIA O REPOSICIÓN, en contra del oficio N° 0719-JUNAFO-2022, por las razones que de seguido detallo:

PREÁMBULO:

Por medio del citado oficio, se acoge la solicitud de pensión que gestioné, luego del fallecimiento de mi esposo; señor David Masís Burgos. Al respecto, se acordó que se me asignará la suma mensual de ₡237,959.72 (doscientos treinta y siete mil novecientos cincuenta y nueve colones con setenta y dos céntimos), suma que equivale al 38% del monto bruto de jubilación que devengaba mi esposo al momento de su deceso, quantum que además, estará sujeto a las deducciones que por ley corresponden.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS Y AGRAVIOS:

PRIMERO: Considero que la valoración que realizó la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, partió de una premisa que es errada, ya que se limitaron a tomar la totalidad de los gastos que se detallaron por medio del dictamen socioeconómico que emitió el Departamento de Trabajo Social y Psicología, los cuales suman un total de ₡568,300,00 mensuales y, dividieron esa suma entre tres, para llegar a la conclusión de que mis egresos corresponden a la tercera parte de dicha suma, lo que en términos estrictamente cuantitativos, se traduce en ₡189,433.33 por mes. 

Al respecto, estimo que la vicisitud que presenta ese análisis, radica en que no se valoró el contenido de los gastos que conforman esa lista de egresos, con lo cual se obvió el hecho, de que muchos de los rubros que ahí se detallan, corresponden ÚNICA y EXCLUSIVAMENTE a necesidades y obligaciones, que sólo yo tengo; no así el resto de personas que integran el hogar, de modo que el análisis correcto se debió efectuar de la siguiente manera:

[bookmark: _Hlk125460958](Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

De esta forma, se tiene que del total de los gastos que se detallen en el cuadro, ₡224,000.00 corresponden ESTRICTAMENTE a mis gastos, de ahí que el eventual monto que debe ser dividido de manera proporcional entre los demás integrantes que generan ingresos en el hogar, serían los restantes ₡344,300.00, con lo cual se desprende que dicha suma dividida entre 3, representa un egreso proporcional de ₡114,766.66 per cápita. En consecuencia, si el análisis se pretende limitar al contenido de esta tabla, se concluye que mis gastos mensuales ascienden a la suma de ₡338,766.66.

SEGUNDO: El análisis que se hizo de mis necesidades, se circunscribió a hacer una “radiografía” de las condiciones socioeconómicas del momento en el que se llevó a cabo la valoración; mismas que actualmente ni siquiera se encuentran vigentes. Es así como al tomar esta decisión, se partió del entendido de que en el hogar se contaba con los siguientes ingresos:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

TERCERO: Siendo que la suma total de mis necesidades REALES y ACTUALES, ascienden a la suma de ₡481,150.00 mensuales aproximadamente, con el monto de pensión que se me está otorgando voy a pasar el resto de mi vejez, con UN DÉFICIT que va a superar los ₡243,190.28 mensuales. En este orden de ideas, debe quedar claro que yo necesito contar con un ingreso, que me permita cubrir mis necesidades; independientemente de que el resto de los integrantes del hogar se encuentren laborando o no. Pues de igual modo, si en algún momento mis hijos y mi nieto se van, yo tendré que seguir pagando internet, agua, luz, gas, impuestos, comprando comida, ropa, calzado, transporte y además, asistiendo a citas médicas y requiriendo mis medicamentos, (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y como es sabido, muchos de estos padecimientos no son reversibles, y por el contrario, podrían empeorar con el paso de los años. 

En efecto, estimo que el monto de la pensión, no puede definirse tomando como base las fórmulas matemáticas empleadas por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y acogidas por ustedes, ya que las mismas vulneran mi derecho a disfrutar de una vida digna en mi vejez. Si bien, por medio del oficio que se recurre, se indica expresamente que se debe velar por la sostenibilidad del fondo, no por ello se debe someter a una persona adulta mayor, con una larga lista de padecimientos médicos, a escenarios socioeconómicos que no hacen más que agravar su condición de vulnerabilidad.

CUARTO: Finalmente, considero que la decisión contenida en el oficio N° 0719-JUNAFO-2022, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, pues infringe el artículo 51 de la Constitución Política, el cual dispone que las personas adultas mayores tenemos derecho a una protección especial por parte del Estado, el artículo 6 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, que reconoce el derecho fundamental que tenemos las personas adultas mayores, de poder disfrutar una VIDA DIGNA en nuestra vejez; el artículo 4 inciso a) de esta misma Convención, que dispone que los Estados deben adoptar las medidas para prevenir, sancionar y erradicar prácticas contrarias a esta Convención, así como aquellas que constituyan tratos degradantes que atenten contra la seguridad e integridad de la persona mayor y, el artículo 3 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, el cual dispone que las personas adultas mayores tendremos derecho a una mejor calidad de vida, mediante la pensión concedida oportunamente, que nos ayude a satisfacer nuestras necesidades fundamentales.

En consecuencia, no porque se deba velar por la sostenibilidad del fondo y el bienestar del colectivo; se pueden violentar derechos fundamentales que se nos han reconocido tanto a nivel legal, constitucional como convencional, a las personas adultas mayores. Además, si realmente se desea resguardar “la equidad y la sostenibilidad financiera”, lo más razonable es disminuir la pensión de aquellas personas que aspiran a sumas millonarias para continuar con un cómodo estilo de vida; no a quienes sencillamente pretendemos recibir el monto suficiente, que nos permita cubrir nuestras necesidades más urgentes y de ese modo podernos asegurar una vida digna, en la que no tengamos que andar pidiendo dinero prestado y confiando en que los vecinos nos harán llegar un diario de comida, para poder hacerle frente a parte de nuestras necesidades. 

PRETENSIONES:

Con base en todo lo hasta aquí expuesto, solicito lo siguiente:

1.  Se revoque la decisión tomada por medio del oficio N° 0719-JUNAFO-2022, y en su lugar se me asigne una pensión que no sea inferior a la suma de ₡530.000.00. (pues debe tomarse en cuenta que finalmente se aplicarán rebajos de ley)

2. En caso de que se rechace este recurso, solicito se tenga por agotada la vía administrativa.

DERECHO:

Fundamento el presente recurso, al amparo de los artículos 11, 13, 19, 58, siguientes y concordantes de la Ley General de la Administración Pública, artículo 51 de la Constitución Política, artículos 4 inciso a), 6 siguientes y concordantes de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, así como el artículo 3, siguientes y concordantes de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor.

NOTIFICACIONES: 

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida la gestión presentada por la señora Dalia Burgos Fernández, Pensionada Judicial, mediante nota del 30 de noviembre de 2022. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Asesoría Jurídica de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, con el fin de que realice un estudio sobre la gestión anterior, y según corresponda, remita un informe sobre la pertinencia del recurso presentado por la señora Burgos Fernández, o en su defecto, solicite una ampliación del informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc121205184][bookmark: _Toc121403190]ARTÍCULO IV
Documento N° 392-2022 / 1113-2022
En sesión N° 44-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XV, se le otorgó a la señora Marina Salazar Villegas, en calidad de madre del Jubilado Judicial fallecido Luis Roy Vargas Salazar, una pensión cuya asignación mensual fue de ¢183,331.27 (ciento ochenta y tres mil trescientos treinta y un colones con veintisiete céntimos), equivalente al 23% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Vargas Salazar al momento de su deceso, lo anterior, a partir del 6 de julio de 2022.
Por lo anterior, la señora Luz Marina Salazar Villegas, Pensionada Judicial, mediante nota recibida el 30 de noviembre de 2022, presentó lo siguiente:
“Por medio de la presente, vengo a interponer de forma atenta y respetuosa, revocatoria parcial de lo decidido en la resolución que me fue comunicada mediante Oficio N° 0721-JUNAFO-2022, de fecha 25 de noviembre de 2022, la cual, se refiere al monto en dinero que me fue fijado por pensión por sucesión como madre del jubilado Luis Roy Vargas Salazar, fallecido el 27 de setiembre de 2021. Fundamento mi inconformidad en el monto mensual fijado, por cuanto, estimo es muy bajo e impide atender mis necesidades básicas ya que, omite tomar en cuenta, los siguientes puntos de relevancia: 

1. El aporte de mis hijos durante el período posterior al lamentable fallecimiento de mi hijo Luis Roy Vargas Salazar, ha tenido siempre un carácter provisional. Primero, me entregaron la ayuda condicionada o a la espera de lo que se resolvería en relación con la gestión de su cónyuge, por cuanto, fuimos informados por él mismo que, le habían indicado que no calificaba como sucesor, en la seguridad de que, no convivían bajo un mismo techo ni existía dependencia económica como cónyuge sobreviviente. Luego, de que esa H. Junta, denegó la prestación económica gestionada por el señor Edgar Murillo Jiménez, desde junio del presente año, haciendo sacrificios ellos me continuaron brindando la ayuda económica, a la espera de que se resolviera la gestión que, personalmente interpuse ante esa Junta a principios del mes de julio. Reitero que la colaboración que, he recibido de ellos durante trece meses aproximadamente, contados desde la defunción del causante, ha sido temporal y así se lo manifesté a la Trabajadora Social Licenciada María Bustamante Blanco, en todas las ocasiones que me entrevistó y, se lo repetí en la segunda y última visita que hizo a mi casa de habitación*, cuando se presentó para indagar, precisamente sobre el punto relativo al financiamiento para la adquisición de los alimentos que, según me indicó, no le había quedado claro. En esa última oportunidad, de nuevo, le expliqué y recordé lo que le había expuesto en la reunión en los Tribunales de Guadalupe y en la visita domiciliaria anterior que, según lo antes dicho, desde que murió Luis Roy, mis otros hijos me estaban suministrando en forma transitoria el dinero para adquirir esos bienes de primera necesidad, debido a que, con anterioridad, apegados a un presupuesto mensual se hacían todos los pagos, en el que, les informo, también, se incluía el ahorro de los aguinaldos de ambos ya que, con la pensión de mi difunto hijo y con esos ahorros, también, se sufragaban mes a mes, los gastos de alimentación del hogar. Manifiesto que, al concluir esa última entrevista, le insistí en que, amparada en los aportes de mi hijo fallecido, esperaba confiada una prestación económica de ese Fondo solidario, por cuanto, deseaba tener autonomía y no quería que, mis hijos, tuvieran que descuidar sus propias obligaciones personales y familiares, por atender las mías. 

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante y sus familiares)

5. Es sabido que el aumento de la inflación y el altísimo costo de vida del año 2021 hasta la actualidad se ha visto incrementados significativamente, por lo cual, he tenido que dejar de comprar ciertos alimentos e insumos de aseo y limpieza que, antes si podía adquirir.

6. El estudio de Trabajo Social está incompleto pues, omitió considerar mis necesidades de vestido y, dentro de la Iista de los productos considerados esencialmente como de primera necesidad que, requieren las personas para poder subsistir en un lapso de un mes que indicó la Trabajadora social, tampoco, se incluyeron, el transporte, los gastos de mantenimiento de la casa de habitación, la recreación o esparcimiento y la atención odontológica, a los cuales, también, tengo derecho como persona adulta mayor que, en realidad, no he podido financiar en el último tiempo ya que, como antes lo referí, no puedo pedirles a mis hijos que los cubran, por cuanto, tienen bajos ingresos y están  sumamente  limitados en sus propios gastos y, más bien, para poder ayudarme, han tenido que desatender sus propias obligaciones familiares. 

PRUEBA: Presento como prueba los siguientes documentos:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante y sus familiares)

Por todo lo antes expuesto, pido, muy respetuosamente, se analicen y, se tomen en cuenta los anteriores puntos para reconsiderar el monto fijado, elevándose el porcentaje que, en derecho corresponde, para poder tener un mayor bienestar y una mejor calidad de vida en mi vejez. 

Notificaciones en el mismo medio antes señalado: 

(…)

Anexos

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, un informe sobre lo manifestado por la señora Marina Salazar Villegas, Pensionada Judicial, respecto al informe N° 22-001029-0725 TS.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc121403192][bookmark: _Toc121403194]ARTÍCULO V
Documento Nº 58-2022 / 1116-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, Asesores Jurídicos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0410-DJA-2022 recibido el 2 de diciembre de 2022, comunicaron:
[bookmark: _Hlk118959223][bookmark: _Hlk118810953]“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N.° 12-2022 celebrada el 14 de marzo de 2022, artículo VIII, en donde solicitó a esta Dirección de la JUNAFO, para que, en conjunto con la Asesoría Jurídica, remitieran un borrador de reglamento en donde se regule la actuación de los miembros suplentes de la Junta, se procede a detallar lo siguiente:

I.- Antecedentes de interés:

En la sesión N.° 12-2022 celebrada el 14 de marzo de 2022, artículo VIII, se conoció el oficio N° SP-244-2022 del 09 de marzo de 2022, suscrito por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, el cual indicó lo siguiente:

“Mediante oficio del 03 de febrero de 2022, se consulta a esta Superintendencia sobre la condición interina de la actual Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dado que los suplentes no pueden designarse como titulares en propiedad administrando la Junta.

Sobre el particular, el artículo 240 de la Ley 9544 señala lo siguiente:

(…)

Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial. (El subrayado no es del original)

Por otra parte, el artículo 20 contenido en el Reglamento de Gobierno Corporativo establece en lo que aquí interesa:

El Órgano de Dirección debe emitir y actualizar de forma periódica las normas sobre su funcionamiento operativo, apoyándose en leyes, reglamentos, estatutos u otra normativa relacionada con su organización, derechos, responsabilidades y actividades sustantivas.

Conforme lo anterior, corresponde a la Corte Plena y a la Junta Administradora del Fondo, emitir la reglamentación necesaria que regule la actuación de los miembros suplentes en aquellas situaciones en que deban suplantar a alguno de los titulares, sea de forma transitoria o por el plazo que falte para completar el periodo de nombramiento del titular.

Siendo la Junafo el máximo órgano de dirección del Fondo, es de primordial interés de la Supen las gestiones ágiles y oportunas que se ejecuten para que la conformación definitiva se realice lo más pronto y que, además, se procuren mecanismos para una mayor estabilidad y permanencia de los miembros titulares en sus puestos.”

En ese momento, se comisionó a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en conjunto con el Asesor Jurídico, remitan a este Órgano, una propuesta de reglamento que regule la actuación de los miembros suplentes, a efectos de dar respuesta a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.

II.-Alcances normativos y jurisprudenciales referente a la suplencia de las personas integrantes de la JUNAFO.

Para la elaboración del reglamento solicitado por la JUNAFO, es imperativo analizar los alcances de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto a las personas integrantes suplentes del Órgano Máximo de Dirección, en ese sentido, debemos remitirnos al artículo 240 del citado cuerpo normativo, el cual literalmente indica:

Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.

Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.

En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto calificado en caso de empate.

Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta, pero sí contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro de la Junta se deberá cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser documentados y demostrados ante la Superintendencia de Pensiones (Supén):

a) Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda.

b) Ser de reconocida y probada honorabilidad.

c) Contar con conocimientos y al menos cinco años de experiencia en actividades profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan realizar el análisis de los riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.

No podrán ser miembros de la Junta:

1) Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial penal condenatoria por la comisión de un delito doloso.
2) Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Seguros (Sugese), la Superintendencia de Valores (Sugeval) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).

La Integración del órgano deberá garantizar la representación paritaria de ambos sexos, asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno. (El subrayado en negrita se adiciona).

El artículo anteriormente transcrito únicamente menciona que cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituya en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos de la persona titular, esto es importante recalcarlo por los siguientes puntos:

· Por parte de la Corte Plena se debe nombrar a tres personas integrantes suplentes.

· Por parte del colectivo judicial se debe nombrar a las otras tres personas integrantes.

· Es obligatorio cumplir con los mismos requisitos que las personas integrantes titulares, es decir, lo que busca el artículo es que tengan el mismo perfil competencial para la toma de decisiones.

· Las personas integrantes suplentes entrarán a sustituir durante la ausencia del integrante titular, entiéndase por periodos cortos e inclusive, en caso de la ausencia permanente de uno de estos, hasta tanto se realice y se dé por finalizado el proceso de selección de la nueva persona integrante titular.

Como se observa de los puntos anteriores, la Ley Orgánica del Poder Judicial es muy escaza en cuanto a la regulación de las actuaciones de las personas integrantes suplentes de la JUNAFO, lo mismo sucede con la Ley General de Administración Pública (en adelante LGAP), la cual regula la actuación de órganos colegiados en ausencia de norma especial para éstos. 

Por su parte, el Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su artículo 5, es igualmente lacónico en su aporte al tema, según se indica:

“La Junta Administradora estará integrada por seis miembros titulares, además habrá seis miembros suplentes, quienes serán nombrados por períodos de cinco años, pudiendo ser reelectos. Los suplentes deberán cumplir los mismos requisitos que la ley establece para los integrantes titulares. Se requiere un suplente para cada integrante titular, para que le sustituya en sus ausencias.”

Ante la poca regulación existente en torno al tema, es necesario ahondar en la jurisprudencia y la doctrina para entender la figura de la suplencia, conocer los alcances de las atribuciones de las personas suplentes, así como sus limitaciones, de esa forma tenemos que el Tribunal Contencioso Administrativo, en resolución N.º 00021 – 2014 dictada el 26 de marzo del 2014, referente al tema de la suplencia refirió:

“(…) la suplencia es un fenómeno que ocurre en las organizaciones, y que coloca a una persona en el lugar del titular de un órgano, cuando su titular no puede ejercerla por vacaciones, renuncia, permiso, entre otras causas temporales o definitivas que pueden presentarse y que tiene su fundamento en el hecho de que el órgano o el ente debe continuar funcionado con normalidad. Es "una técnica al servicio de la continuidad en el funcionamiento de las Administraciones Públicas en los supuestos en los que tal continuidad es imposible" (Enciclopedia Jurídica Básica, Volumen IV, Editorial Civitas, Madrid, 1995, p. 6417), y está dirigida a resolver un problema transitorio de imposibilidad de actuar del titular, pero para poder hacer uso de las atribuciones del órgano y resultar competente respecto de la totalidad de éstas potestades, necesariamente el suplente debe contar con todos los poderes y deberes de los que goza el titular suplido, para lo cual requiere un acto de designación. (El subrayado en negrita se adiciona).

En suma, ante la ausencia temporal del titular de un conjunto de atribuciones, y por lo tanto del sujeto competente para ejercerlas, la Ley General de la Administración Pública, establece la suplencia, como uno de los mecanismos de transferencia de competencias, que permiten la continuidad del funcionamiento del ente u órgano”. (El subrayado es propio).

En el mismo orden de ideas, sobre la participación de las personas suplentes en las sesiones, la Procuraduría General de la República en el dictamen N.° C-006-89 del 5 de enero de 1989 (reiterado en los dictámenes números C-204-98 del 2 de octubre de 1998 y C-016-2000 del 28 de enero de 2000), ante la consulta de si podían los miembros suplentes asistir a las sesiones conjuntamente con los miembros titulares, manifestó lo siguiente:  
 
“Visto el artículo transcrito, no puede quedar duda de que el suplente podrá asistir como miembro de la Junta, únicamente cuando el titular esté ausente. En el mismo sentido la doctrina administrativa ha resuelto que en tal caso se opera una sustitución del titular, cuyo presupuesto son siempre circunstancias excepcionales previstas normativamente. (Véase Jesús González Pérez. Comentarios a la Ley de Procedimientos Administrativos, Madrid, Editorial Civitas S.A. 1977, pág. 125). Tales circunstancias podrían ser, el encontrarse vacante temporalmente un órgano, el estar ausente el titular o impedimento del titular (Véase García Trevijano Fos. Tratado de Derecho Administrativo, Tomo II, Volumen I, 2a. Edición, Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, 1971, páginas 398-399). A la misma solución se arriba, si nos remitimos a la Ley General de la Administración Pública, cuyos numerales 70 y 95, disponen por su orden que la competencia debe ser ejercida por el titular del Órgano-Colegiado en nuestro caso- y que las ausencias temporales o definitivas del servidor podrán ser suplidas por el suplente nombrado. (El subrayado en negrita se adiciona).

Al disponerlo así dicha normativa de aplicación general para la Administración Pública, concuerda con la doctrina administrativa que considera que en tales casos se deroga de modo extraordinario el principio que atribuye al titular del Órgano de poder de realizar las funciones que le corresponden. El fundamento de tal excepción vendría dado por la necesidad de asegurar el desenvolvimiento de la función administrativa en forma continua. (Véase Manuel María Diez. Derecho Administrativo, Tomo II, Buenos Aires, Bibliografía Omeba Editores, 1965, páginas 44-45). (…)

Con lo que viene expuesto, ya se ve que la esencia de la suplencia, es decir, lo que la justifica, es un hecho objetivo; la ausencia del titular. En tal caso dichos suplentes no podrían conformar el Órgano, pues ello no se justificaría, según vimos supra. (El subrayado en negrita se adiciona).

De conformidad con los razonamientos hechos, arribamos a la siguiente conclusión, respecto a los puntos consultados:

1- Los miembros suplentes de la Junta Administrativa de la Dirección Nacional de Comunicaciones, pueden asistir a las sesiones de dicha Junta, únicamente en ausencia de los titulares.” 

En esa misma dirección, en el dictamen N.° C-204-98 del 2 de octubre de 1998, la Procuraduría General de la República señaló:

“No obstante, tales atribuciones o poderes del suplente sólo pueden ser ejercidos en ausencia del titular, por tratarse la suya de una competencia alternativa:

"Varios órganos pueden tener una misma competencia alternativa y sucesivamente. Es el caso de los suplentes de un funcionario, que tienen igual competencia que el principal, llamado titular, pero que sólo pueden ejercerla en ausencia temporal o definitiva de éste." (Ortiz Ortiz, Eduardo. "Derecho Administrativo". Tomo II. Tesis 11. San José, Universidad de Costa Rica, 1976, p. 10).

"La suplencia supone un cargo vacante y por consecuencia un órgano inactivo por la falta de titular (...) La suplencia se realiza por la prescindencia de la voluntad del suplente y del suplido y por un simple hecho objetivo: la ausencia." (Díez, Manuel María. "Derecho Administrativo". Tomo II. Op. cit., p. 44).

La Procuraduría General de la República se pronunció en idéntica forma en el Dictamen No. C-006-89 de 5 de enero de 1989 al expresar que la esencia de la suplencia, lo que la justifica, es el hecho objetivo de la ausencia del titular.”

Sobre la figura de la suplencia, doctrinariamente se ha dicho: 

“En cuanto a la naturaleza jurídica de la suplencia, la doctrina nacional indica que es ‘un fenómeno (de organización) en virtud del cual se coloca a una persona en lugar del titular de un órgano, por vacancia (muerte, dimisión, incapacidad definitiva, remoción) o ausencia de éste (vacaciones, licencias, incapacidad temporal, suspensión), en forma extraordinaria y temporal, mientras no es puesto en posesión del cargo el nuevo titular (...)’. (ORTÍZ ORTÍZ, Eduardo.” Tesis de Derecho Administrativo", Tomo II, Primera Edición, San José, C.R., Editorial Stradtmann, 2000, p. 65).

“Como es obvio, la suplencia se origina en una situación anormal, como lo es la ausencia del titular (Véase al respecto DIEZ, Manuel María.” Derecho Administrativo, Tomo I, Editorial Bibliográfica Argentina, 1963, pág. 44), 

“(…) una técnica al servicio de la continuidad en el funcionamiento de las Administraciones Públicas en los supuestos en los que tal continuidad es imposible.” (Enciclopedia Jurídica Básica, Volumen IV, Voz Suplencia, Editorial Civitas, Madrid, 1995, pág. 6417).

Técnica en la que un no titular queda investido de la totalidad de la competencia del titular ordinario; lo cual implica que el ejercicio de las competencias del suplente están de por sí limitadas, pues no deben prolongarse más allá del reingreso del titular o bien del ingreso del nuevo.

En sí, podemos afirmar que la suplencia es la sustitución temporal y personal del titular de un órgano por otra persona, cuando el primero se vea imposibilitado, por algún motivo, para el ejercicio de su competencia; lo cual supone, la existencia de un solo órgano administrativo y de dos o más personas que asumen sucesivamente su titularidad, y que, en su momento, cada uno ejercita su competencia. (Véase al respecto, entre otros, el dictamen C-204-98 de 2 de octubre de 1998 y la O.J.-115-99 de 5 de octubre de 1999). (Dictamen N° C-284-2002 de 23 de octubre del 2002). (La negrita no es del original). (En igual sentido, dictámenes números C-166-2004 del 31 de mayo del 2004 y C-065-2006 del 17 de febrero del 2006).

Así las cosas, la figura de la suplencia requiere necesariamente de la ausencia del titular. Suplir es sustituir, estar en lugar de otra persona, y precisamente con esa finalidad es que se nombra a los miembros suplentes de un órgano colegiado. Si la persona propietaria se ausenta, la suplente adquiere todos los derechos y obligaciones de ésta.

Bajo esta tesis, es importante tener en cuenta que los alcances de un suplente son los mismos de una persona titular, tiene tanto voz como voto. Sin embargo, no debe perderse de vista que, aunque quien supla, lo haga en razón incluso de una renuncia del titular y por un periodo prolongado, su condición de miembro suplente no varía, pues no se le puede tener como titular, en tanto no haya sido legalmente elegido por Corte Plena o por el colectivo judicial, según corresponda.

III.- CONCLUSIONES:

1.- El artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial regula temas relativos a la organización administrativa del Poder Judicial, en torno a la conformación y designación de los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, su duración en los cargos, la designación de la persona que ha de presidirla y los requisitos para ser miembro de esa Junta, así como lo relativo a las personas suplentes, entre otros.

2.- Las personas suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo pueden integrarse a las sesiones cuando la persona titular llamada a sustituir, por cualquier razón, no pueda estar presente en la sesión, es decir, solo procede su colaboración en ausencia del titular.

3.- En atención del principio de legalidad (contenido en los numerales 11 de la Constitución Política y de la LGAP), no podría permitirse la presencia de personas integrantes suplentes cuando también se encuentra presente el miembro propietario, toda vez que la normativa vigente no contempla esa posibilidad. 

4.- Mientras ejerza dicha suplencia, la persona suplente queda facultada con exactas capacidades y atribuciones a las que gozaba quien ostenta la titularidad y, por ende, asume el mismo grado de responsabilidad. 

[bookmark: _Hlk119306804]5.- Cuando el miembro suplente no sustituya al titular, ostenta la condición de particular o de un tercero ajeno al órgano colegiado. En esa condición, existe la posibilidad de que dicho órgano pueda disponer, acordándolo así por unanimidad de sus miembros presentes, que tenga acceso a la respectiva sesión el público en general o bien ciertas personas –las cuales pueden ser los suplentes-, concediéndoles o no el derecho de participar en las deliberaciones con voz, pero sin voto. El disponer la presencia de terceras personas en la respectiva sesión, con o sin derecho a voz, resulta una decisión exclusiva del órgano colegiado, amparada en el principio de auto organización.

6.- Es importante que los anteriores puntos queden plasmados en un reglamento que se pueda utilizar como documento base para futuras actuaciones del Máximo Órgano de Dirección.

[bookmark: _Hlk118896143]Con base en lo anterior, se remite el reglamento de actuación de las personas integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solicitada por la Junta Administradora, en sesión N.° 12-2022 celebrada el 14 de marzo de 2022, artículo VIII, para lo que a bien estimen disponer.

Anexos:





…”
- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, solicita se le aclare el tema de que un suplente pueda participar sin estar sustituyendo a un titular.
El licenciado Eduardo Chacón Monge, explica que este Reglamento se hace a raíz de que la Superintendencia de Pensiones había recomendado la actuación de los integrantes suplentes. 
Refiere que la suplencia se da por entendido que entra en el papel única y exclusivamente cuando no está el titular, y lo que se hace es regular sobre la perspectiva de lo que se ha venido manejando en otros órganos colegiados, como Corte Plena, Consejo Superior y otros. Y que, se han agregado para normalizar, los supuestos que se han presentado desde que la Junta Administradora está funcionando. 
Así mismo responde la consulta de don Arnoldo, indicando que esto lo menciona mucho la Procuraduría, y lo que dice es que el integrante suplente que no esté ejerciendo en el momento alguna sustitución de un titular, si el órgano como tal toma la decisión de que forme parte para que tenga voz, es decir, si están los seis integrantes que están nombrados y van a tomar una decisión íntegra, y quieren escuchar la opinión de quienes no están ejerciendo, pueden hacerlo, porque tienen voz, pero no tienen voto, siempre y cuando los titulares estén de acuerdo.
El licenciado Parris Quesada Madrigal expone que, en el artículo 11 dice: “(…) En caso de ausencia o de enfermedad y en general cuando concurra alguna causa justificada, la persona con cargo de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, será sustituida por quien ostente el cargo de vicepresidente en el ejercicio de sus atribuciones y deberes (…)”, y que siempre ha sido así en todas las Juntas directivas, pero que en esta Junta hay una particularidad importante y no sabe si se está tomando en cuenta, en lo que respecta a que si el presidente actual fuese elegido por el patrono, y el vicepresidente fuera nombrado por el colectivo, da como ejemplo que don Juan Carlos el actual presidente, está por la parte patronal, y si por alguna razón no va a estar, estaría el suplente que en este caso sería don Arnoldo, que es del conglomerado, y que no se estaría cumpliendo el periodo correspondiente, que dice que un periodo debe ser el patrono y otro del conglomerado.
Señala que le queda la inquietud, y que, para nombrar con un orden adecuado, en el periodo que le corresponda al conglomerado, el presidente y vicepresidente deben ser del conglomerado y en el periodo que le corresponde al patrono, deben ser el presidente y vicepresidente del patrono, para que se sustituya correctamente en el caso que se requiera.
Agrega que esta Junta es un órgano colegiado y que tiene dos partes, una del patrono y otra del conglomerado, y que, en el momento que por alguna razón el presidente del patrono no esté, y el vicepresidente que quedó sea del colectivo, existe también el voto de calidad, por lo que se pueden ver situaciones importantes, como el doble voto, y que deberían de evitar que eso suceda.
Asimismo, se refiere al artículo 14 que dice: “Retorno de nombramiento de titular: Cuando una persona integrante suplente se encuentre ocupando un puesto vacante como miembro de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ante la ausencia de nombramiento del titular, en el momento que se nombre al integrante titular y éste ocupe el puesto, la persona suplente pasará a la lista de roles de suplentes (…), y menciona que es necesario reglamentar que si el suplente está nombrado por sustitución del titular, y el suplente es nombrado titular, ya sea por el colectivo o el patrono, que se establezca una sesión ordinaria para la modificación correspondiente.
Da como ejemplo su caso, que fue suplente y ahora es propietario, y que no quedó registro de eso en alguna acta, y considera que es importante que quede documentado esos cambios de roles, para posteriormente tener un amplio panorama de quienes son suplentes y quienes son propietarios, y a partir de cuándo.
Adiciona que en el artículo 16, se habla de “Participación extra oficial a las sesiones: Cuando el miembro suplente no sustituya al titular, ostenta la condición de particular o de un tercero ajeno al órgano colegiado (…)”, y lo considera discriminatorio, porque piensa que al suplente se le debería de dar un trato diferente pero no discriminatorio, y sugiere hacer cambios en la redacción. 
El doctor Juan Carlos Segura Solís manifiesta que, es hora de que analicen este reglamento de forma profunda en una sesión extraordinaria porque tiene muchas lagunas, y ya que de alguna manera está la necesidad de hacerle observaciones, también está la necesidad de poderlo modificar, sobre todo por las inquietudes que existen.
El licenciado Quesada Madrigal, entiende que esto es un primer borrador, y agradece el esfuerzo que hace la Administración y la Asesoría Jurídica con respecto a este Reglamento, y está de acuerdo con la iniciativa de hacer una sesión extraordinaria para ver este tema, analizar, adicionar, depurar y encontrar mejoras.
El doctor Segura Solís expresa que, han sido muy benevolentes en cuanto a dos miembros, en el caso de don Alexander y don Freddy, ya que esto es un Órgano colegiado al cual deben de asistir, y que, si todos hacen el esfuerzo para estar presentes en las sesiones y ellos dos de alguna manera se pasan excusando, no van a tener quorum y no es posible continuar de esa manera.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, dice que hay que hacer una diferencia entre el Reglamento General de la Junta y el Reglamento de los Suplentes, pues le parece que están mencionando los dos al mismo tiempo, y sugiere que la propuesta de don Juan Carlos se puede enriquecer y hacer el análisis de los dos Reglamentos, o incluso un solo Reglamento con dos apartados.
Además, relacionado con el artículo 5, que habla sobre el género y representación paritaria, menciona que se da por un hecho que va a existir, pero no se toma en cuenta que puede no existir, y le parece que en las dos partes habría que valorarse bastante y sobre todo en la redacción para que no obligue.
Además, en el artículo 9, que habla de los sorteos, según lo que él vivió en la Dirección Ejecutiva por temas de los peritos y demás, le gustaría que en el Reglamento se incorpore como van a hacer el sorteo, si es por medio electrónico, por tómbola, etc., quien hace el sorteo y la competencia, porque están eligiendo a un integrante de la Junta, y no considera conveniente que sea la Dirección o alguien de la Junta, por la competencia que tienen y la relevancia que va a tener.
El licenciado Chacón Monge, aclara que en este Reglamento se incorporaron temas de suplentes, y no temas operativos, porque la SUPEN así lo indicó, y le solicita a la Secretaría de la JUNAFO, que queden las manifestaciones de los integrantes en aras de que cuando se convoque a la sesión extraordinaria, se puedan analizar en ese momento. 
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Previamente a aprobar la propuesta de Reglamento en donde se regule la actuación de los miembros suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se convoca a una sesión extraordinaria. 2.) Convocar a una sesión extraordinaria, a fin de analizar los dos reglamentos discutidos en el presente acuerdo, para el día martes 17 de enero de 2023, de manera presencial en las instalaciones de la Dirección de la JUNAFO, en el edificio Impala, seguidamente de la sesión ordinaria. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la licenciada Kattia Saborío Soto, Jefa de Subproceso de Ambiente Laboral de la Dirección de Gestión Humana, para el permiso respectivo, con el fin de que el licenciado Parris Quesada Madrigal, Tesorero de la JUNAFO, participe de dicha sesión, de conformidad con lo establecido en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO VI
Documento N° 766-2022 / 1125-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0423-DJA-2022 del 7 de diciembre de 2022, remitieron informe relacionado con el oficio N° 006-SINDIJUD-2022, del 22 de noviembre de 2022, suscrito por el señor Jorge Luis Morales García, Secretario de actas del Sindicato de la Judicatura, sobre estudio efectuado por el Actuario Matemático Raúl Alberto Hernández González, sobre el impacto en costos adicionales sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que tendrían los tres escenarios presentados por SINDIJUD a la Sala Constitucional, en la coadyuvancia presentada a la acción de inconstitucionalidad formulada por Adalgisa del Carmen Guillén Flores contra el transitorio VI de la Ley 9544.
(Datos y anexos suprimidos por contender información declara sensible por este órgano).
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, aprueba el informe presentado y siendo consecuente con el acuerdo anterior, solicita que este artículo también se mantenga con carácter privado. 
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Declarar este acuerdo de carácter privado. 2.) Acoger la recomendación presentada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0423-DJA-2022 del 7 de diciembre de 2022, relacionado con la privacidad del estudio sobre el impacto en costos adicionales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, referente a la acción de inconstitucionalidad, dentro del expediente 19-024589-0007-CO, presentada por Adalgisa del Carmen Guillén Flores contra el transitorio VI de la Ley 9544. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Jorge Luis Morales García, Secretario de Actas del Sindicato de la Judicatura – SINDIJUD.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc34222240][bookmark: _Toc121205188][bookmark: _Toc121403197]ARTÍCULO VII
Documento N° 581-2022 / 1107-2022
Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0045-AJ/DJA-2022 del 30 de noviembre de 2022, remitieron:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 44-2022 celebrada el 22 de noviembre de 2022, artículo XXVIII, comunicado mediante oficio N° 0725-JUNAFO-2022, del 29 de noviembre de 2022, en donde solicitan criterio jurídico sobre la gestión presentada por la señora Luisa On Centeno, se procede a manifestar lo siguiente:

[bookmark: _Hlk117752453]I.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA:

La pensionada judicial Luisa On Centeno, mediante correo electrónico recibido el 07 de noviembre de 2022, comunicó lo siguiente:

“(…), Solicito su amable colaboración, para que con base a lo que señala el acuerdo tomado por el honorable Consejo Superior en la Sesión 43-2022, celebrada el 19 de mayo del 2022, se me aplique el protocolo en cuanto al salario mínimo inembargable.”

El acuerdo referido por la señora On Centeno, señala en lo que interesa:

“1.) Trasladar la gestión presenta por el licenciado Jorge Eduardo Cartín Elizondo, Secretario General del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, mediante oficio N° 053-S-2022 del 9 de mayo de 2022, a la Dirección Jurídica, para que analice el voto N° 2022-000656 de las catorce horas treinta y cinco minutos del veintitrés de marzo de dos mil veintidós, emitido por la Sala Segunda, en relación con el artículo 172 de Código de Trabajo, e informe a este Consejo lo que corresponda. 2.) Hacer de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la gestión presenta por el licenciado Jorge Eduardo Cartín Elizondo, Secretario General del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, mediante oficio N° 053-S-2022 del 9 de mayo de 2022.”

II. ANÁLISIS DEL CASO:

Se desprende de la gestión planteada por la señora On Centeno que, su deseo es que se aplique, al beneficio que recibe por concepto de pensión por incapacidad absoluta y permanente de parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el protocolo en cuanto al salario mínimo inembargable que dispone el artículo 172 del Código de Trabajo, es decir, que se hagan rebajos a su pensión por los créditos que mantiene activos, sin que exceda el monto que resultare ser el menor salario mensual establecido en el decreto de salarios mínimos, vigente al decretarse el embargo. 

Con base en las pretensiones de la señora On Centeno, resulta importante realizar una distinción entre el concepto de salario y el beneficio de una jubilación, tomando en consideración que la legislación regula en ópticas diferentes los supuestos para cada uno de ellos, a saber: 

Salario: El Código de Trabajo define en su artículo 162 a el salario o sueldo como la retribución que el patrono debe pagar al trabajador en virtud del contrato de trabajo. Por su parte, la Real Academia Española lo cataloga como la remuneración regular asignada por el desempeño de un cargo o servicio profesional.

Jubilación: Es la pensión que recibe quien se ha jubilado, en ese sentido, es la cantidad periódica, temporal o vitalicia, que la seguridad social paga por razón de jubilación. Lo anterior, por haber cotizado a un régimen de jubilaciones y cumplir con los requisitos estipulados en la normativa para optar por el beneficio. Otra definición de jubilación, la podemos encontrar en el Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, artículo 2, que cita:

“Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse libremente de la función judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la Ley y que consisten en alcanzar la edad prefijada tanto de la persona como del tiempo de servicio”.

Esta distinción se realiza, en razón de que no se debe analizar de forma analógica a una jubilación como si fuera un salario, ya que la naturaleza de cada una de ellas es diferente. A mayor abundamiento, el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-310-2020 del 4 de agosto de 2020, en lo conducente indica:

“Para llenar el vacío generado por la ausencia de disposiciones legales que regulen las deducciones que es posible practicar a las prestaciones económicas que otorgan los regímenes especiales de pensiones, no es posible acudir al artículo 69, inciso k, del Código de Trabajo, pues la naturaleza jurídica del salario y los principios que se le aplican, son distintos a los que rigen las prestaciones económicas que otorga la seguridad social”.

Bajo esta inteligencia, no podemos tener el mismo tratamiento de los salarios en aplicación a las jubilaciones, por cuanto su naturaleza jurídica es distinta, ahora bien, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como su aparato administrativo – entiéndase la Dirección de la JUNAFO-, son vigilantes en la protección de los derechos que tienen las personas beneficiarias del Fondo, en el sentido de que, si llega una resolución jurisdiccional ordenando el embargo de uno de los beneficios, procedería con la indicación de que no son susceptibles de embargo conforme al artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, mismo principio aplica si una entidad solicita autorización para gravar o perseguir un beneficio sin conocimiento de la persona interesada.

Para analizar la pretensión de doña Luisa, es importante señalar que no desarrolla cual es el motivo por el que desea que se le aplique el citado protocolo, sin embargo, este tipo de gestiones se presentan cuando una persona beneficiaria de nuestro Régimen de Jubilaciones y Pensiones, mantiene obligaciones crediticias sobre las cuales, se le han estado aplicando deducciones por parte de las entidades financieras, entendiéndose que éstas consumen una parte importante de su pensión, reduciendo dicho beneficio considerablemente. Bajo esta premisa, se detallará el contexto de lo que se entiende por deducciones voluntarias, considerando que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, únicamente aplica las deducciones que están establecidas por ley, denominadas –deducciones legales- entendiendo que son todo rebajo establecido por una Ley de la República y obligatoria; los otros tipos de deducción que se emplean a las jubilaciones, las autorizan de forma voluntaria cada una de las personas beneficiarias, conforme al principio de autonomía de la voluntad y las obligaciones que desarrollan facultativamente, en estas, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones no tiene injerencia alguna, debido a que se establecen entre partes contratantes.

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial o en su defecto, el aparato administrativo que ésta conforma, no realiza deducciones por los compromisos económicos contraídos con entidades crediticias, pues son éstas las que, conforme a la autorización de cada persona, ejecutan esas operaciones mediante la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, por esto, la señora On Centeno, en caso de estar dentro de este supuesto, debe resolver esas solicitud con la entidad que estime conveniente, tomando en consideración que serían ellos, como partes interesadas de los contratos, los que saben los alcances de las cláusulas que firmaron. 

En la “Política para el Servicio de Deducciones Automáticas”, aprobada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se define a las deducciones voluntarias como:

“Todos aquellos acuerdos entre la persona beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y la entidad deductora (ya sea financiera o no financiera, gremial o colegio profesional)”

Véase que habla de acuerdo entre la persona beneficiaria y la entidad deductora, acuerdo de voluntades que queda plasmado en un contrato, en donde solo las personas firmantes tienen conocimiento de los alcances de las cláusulas, documentos que desconoce la Junta Administradora, esto es importante aclararlo, con el fin de recalcar que el órgano no aplica deducción alguna, esas operaciones las realiza la entidad a la que la persona beneficiaria le otorgó esa autorización.

La creación de la figura de deducciones voluntarias, tuvo la intensión de facilitar a las personas funcionarias judiciales o beneficiarias de jubilaciones, el trámite de pago de las cuotas de operaciones crediticias que adquirieron con entidades, no como un traslado del derecho del beneficio jubilatorio que tienen, sino como una metodología para agilizar el proceso; muchas de las entidades al momento de la redacción de los contratos de créditos, en una de las cláusulas, estipula que las partes acuerdan que la cuota sea rebajada de forma directa, en aplicación al acuerdo pactado en el contrato, en ese sentido, las partes voluntariamente en aplicación al principio de autonomía de la voluntad, acordaron ese procedimiento, por lo tanto, la Junta Administradora desconoce el detalle concreto de cada contrato, así como las implicaciones que conlleva la modificación de lo pactado por las partes, es por ese motivo que, en diferentes gestiones similares a la estudiada en el presente caso, ha manifestado que esos trámites en donde se solicita modificar el proceso de deducción voluntaria por parte de la persona beneficiaria, lo debe gestionar la persona interesada con la entidad deductora, honrando el contrato ya establecido entre las partes.

En el caso hipotético de que la situación de la gestionante sea la anterior, es menester adicionar en el presente texto que la Ley 9918 “Reforma Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor”, denominada “Ley de Usura”, tuvo como objetivos fijar límites a las operaciones financieras, imponer deberes de publicidad de la información relativa a los créditos y una serie de obligaciones hacia los oferentes de créditos, en ese texto, se adicionó un transitorio importante que concuerda con la tesis de este escrito, el cual indicó: 

“Las condiciones sobre la forma de pago establecidas en los contratos de todas aquellas operaciones de crédito vigentes antes de la entrada en vigencia de la Ley 9859, Adición de los Artículos 36 bis, 36 ter, 36 quater, 44 ter y de los Incisos g) y h) al Artículo 53, y Reforma de los Artículos 44 bis y 63 de la Ley 7472, Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 1994, deberán seguir siendo deducidas de los salarios y las pensiones de los trabajadores y jubilados, según corresponda, de acuerdo con los términos convenidos y autorizados por los deudores y las entidades oferentes de crédito. Dicha condición estará vigente hasta la cancelación de la operación crediticia”. (El resaltado se adiciona). 

Conforme al razonamiento anterior, se mantiene la posición de que la Junta Administradora y su aparato administrativo, no realizan deducciones por obligaciones crediticias, antes bien, son las entidades financieras conforme a la autorización de cada persona, que ejecutan esas operaciones mediante la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, por esto, la señora On Centeno, en caso de encontrarse en dicha situación, debe resolver esa solicitud con las entidades respectivas.

III.- CONCLUSIONES:

1.- Los presupuestos de una pensión o jubilación y del salario, no se deben analizar de forma analógica, pues la naturaleza jurídica del salario y los principios que se le aplican, son distintos a los que rigen las prestaciones económicas que otorga la seguridad social. 

2.- La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial o en su defecto, el aparato administrativo que esta conforma, no realiza deducciones por los compromisos económicos contraídos con entidades crediticias, pues son éstas las que, conforme a la autorización de cada persona, quienes ejecutan esas operaciones mediante la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas.

3.- La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no media en los contratos de los particulares, únicamente aplica las deducciones que están establecidas por ley a los beneficios que otorga el Fondo, denominadas –deducciones legales- entendiendo que son todo rebajo establecido por una Ley de la República y obligatoria.

4.- Las prestaciones económicas que otorgan los regímenes especiales de pensiones, implican una naturaleza jurídica diferente a la del salario y los principios que se le aplican al salario, son distintos a los que rigen las prestaciones económicas que otorga la seguridad social.

5.- Los otros tipos de deducción que se emplean a las jubilaciones y pensiones, las autorizan de forma voluntaria cada una de las personas beneficiarias, conforme al principio de autonomía de la voluntad y sobre las obligaciones que desarrollan facultativamente, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones no tiene injerencia alguna, debido a que se establecen entre las partes contratantes.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 44-2022 celebrada el 22 de noviembre de 2022, artículo XXVIII, para lo que a bien estimen disponer.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido y aprobado el criterio rendido por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la JUNAFO, en oficio N° 0045-AJ/DJA-2022 del 30 de noviembre de 2022, relacionado con la gestión presentada por la señora Luisa On Centeno, sobre aplicar el protocolo en cuanto al salario mínimo inembargable, al beneficio de pensión o jubilación. 2.) Con base en lo expuesto, denegar la gestión, toda vez que no es aplicable el concepto de salario mínimo inembargable sobre el beneficio de jubilación. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la petente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc120206792][bookmark: _Toc121403202][bookmark: _Toc121403205][bookmark: _Toc121205197][bookmark: _Toc121403208]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 1108-2022
[bookmark: _Hlk120888819]La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1446-2022 del 29 de noviembre de 2022, remitió:
“Como es de su estimable conocimiento, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero acordó, mediante el artículo 13 del acta de la sesión 1728-2022, celebrada el 2 de mayo del 2022, remitir en consulta a la industria la modificación de los artículos 15, 67, 68 y la adición de los transitorios VI y VII al Reglamento de Gestión de Activos.

En lo que se refiere al inciso b) del artículo 67 del reglamento antes citado, el texto en consulta señala que los fondos pueden invertir en valores emitidos en el mercado extranjero hasta el 25%, porcentaje que puede ser ampliado hasta el 50%, siempre que las entidades reguladas demuestren, mediante un estudio técnico, que deberá ser conocido y aprobado por su Órgano de Dirección, como parte de la asignación estratégica y de la política de inversiones de cada fondo, el cumplimiento de las condiciones previstas en el artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador (LPT), de acuerdo las disposiciones que para tal efecto dicte la Superintendencia de Pensiones mediante acuerdo.

La Superintendencia de Pensiones, mediante el oficio SP-529-2022 del 20 de mayo de 2022, remitió en consulta el acuerdo del Superintendente de Pensiones a que se refiere el párrafo anterior, recibiéndose las observaciones de un total de once entidades reguladas y de la Asociación Costarricense de Operadoras de Pensiones (ACOP). 

Las observaciones recibidas versaron, fundamentalmente, sobre la inconveniencia de la medición anual, dado el plazo de las inversiones de los fondos, la dificultad de comparar rendimientos por los niveles de activos que establece el marco normativo de inversiones y la necesidad de considerar el factor cambiario en el cálculo de la rentabilidad, entre otros.

La Superintendencia de Pensiones, luego de valorar las observaciones recibidas y estudiar posibles mejoras, considera prudente replantear la consulta, con una redacción que permita de manera más comprensiva y prospectiva, llevar a cabo la demostración del cumplimiento del artículo 62 de la LPT, sin dejar de lado la necesidad de revelar el análisis y las responsabilidades asociadas y la importancia de rol de la supervisión financiera.

Por lo anterior, con fundamento en el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, tratándose de un acuerdo distinto al consultado con el oficio SP-529-2022 del 20 de mayo de 2022, me permito remitirles el borrador del nuevo texto, para que, dentro de un plazo de diez días hábiles, contados a partir del siguiente día al de la comunicación de este oficio, se sirvan realizar los comentarios u observaciones correspondientes.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1446-2022 del 29 de noviembre de 2022, sobre la consulta del inciso b) del artículo 67 del Reglamento de Gestión de Activos. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que, en conjunto con el Comité de Inversiones, remitan las observaciones que consideren pertinentes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc121403199]ARTÍCULO IX
Documento N° 1124-2022
El señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio N° SP-1545-2022 del 6 de diciembre de 2022, comunicó:
“Mediante oficio N° 780-JP/DJA-2022 del 25 de noviembre de 2022 solicita prórroga a esta Superintendencia, para la incorporación de los archivos con corte a diciembre de 2022 en la Ventanilla Electrónica de Servicios (VES), a partir del 09 de enero de 2023, dado que el Poder Judicial adoptó el cierre dispuesto por el Gobierno y estará reiniciando labores hasta esa fecha, razón por la cual no es posible completar la carga en los primeros 05 días hábiles del mes de enero.

Con fundamento en lo anterior, se autoriza la prórroga a partir del 09 de enero y hasta el 13 de enero de 2023, de forma improrrogable.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio N° SP-1545-2022 y remitir a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO X
Documento N° 1117-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 060CJ-2022 del 29 de noviembre del 2022, remitieron:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN

Solicitud de Jubilación presentada por ANA LUISA TERESITA MESEGUER MONGE, cédula Nº (…), a partir del 01 de enero del 2023.

Al 31 de diciembre del 2022, la señora ANA LUISA TERESITA MESEGUER MONGE habrá laborado para este Poder por espacio de 45 años, 2 meses, 6 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 45 años, 2 meses, 6 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 45 años, 2 meses, 6 días.

EDAD: 69 años, 2 meses, 28 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: JUEZ 5 , TRIBUNAL DE APELACIÓN DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 109794

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: JUEZ 5, TRIBUNAL DE 
APELACIÓN DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE

PUESTOS DE REAJUSTE: JUEZ 5 , 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 5,314,191.29

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1,771,219.96 (Monto mínimo establecido por la Ley 7333 33,33%)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 5,304,934.02

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas."

FÓRMULA APLICADA:

	SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor 
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	60 años
	
	



MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 5,304,934.02 (100.00% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Notificaciones: (…)

Consideraciones relevantes:

La señora Ana Meseguer Monge de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

(…)

Anexos

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona servidora judicial)

…”
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Mediante oficio N° 0292-SAF/DJA-2022 del 29 de noviembre de 2022, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la funcionaria judicial Ana Luisa Meseguer Monge, no presenta deudas pendientes en la cuenta Nº 20192-8 (Contaduría Judicial), por concepto de “cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo”, por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-570-2022 del 29 de noviembre de 2022, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora Ana Luisa Meseguer Monge, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación. 
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las nueve horas cincuenta minutos del veintiocho de noviembre del año dos mil veintidós, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Ana Luisa Meseguer Monge, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite. 
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Oslean Mora Valdez, expresa que la licenciada Ana Luisa Meseguer tiene más de 45 años de laborar para el Estado y tiene más de 60 años de edad, y que de esa manera está cumpliendo con los requisitos que la Ley establece, siendo este uno de los últimos casos que se van a retirar con el transitorio. 
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación de la licenciada Ana Luisa Meseguer Monge, Jueza 5, del Tribunal de Apelación de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, cuya asignación mensual bruta será de ¢5.304.934,02 (cinco millones trescientos cuatro mil novecientos treinta y cuatro colones con dos céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 01 de enero del 2023. 2.) Se previene a la licenciada Meseguer Monge, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a la licenciada Ana Luisa Meseguer, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior. 
El Tribunal de Apelación de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, la Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XI
Documento N° 1111-2022
La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina y Maureen Siles Mata, Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-3390-2022, del 16 de noviembre de 2022, presentaron lo siguiente:
“De conformidad con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI, se remite el estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2022111 para la aprobación correspondiente:

Reconocimiento de tiempo servido en otras
instituciones del Estado para efectos de
JUBILACIÓN

	NOMBRE:
	Mayra Rodríguez Calvo

	N° CEDULA:
	(…)

	PUESTO:
	Integrante Consejo Médico B

	OFICINA:
	Departamento de Medicina Legal

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	(…)

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	27/07/2022

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	12/08/2022

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	NÚMERO RTFJP:
	2022111

	
	TIEMPO POR RECONOCER:
	7 meses y 27 días

	
	MONTO POR REINTEGRAR:
	₡4,146,427.14

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Instituto Nacional de Seguros - INS

	OBSERVACIONES:
	El monto total por reintegrar se calcula a valor presente de conformidad con lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante indica estar conforme con el estudio realizado. Además, indica estar interesada en efectuar el pago en un solo tracto.



En caso de aprobarse el estudio RTFJP 2022111, el tiempo total a reconocer es de 7 meses y 27 días, tiempo por el cual la persona solicitante deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial un monto total de ₡4,146,427.14.

Cabe indicar que, para efectos del reconocimiento del tiempo laborado en el Instituto Nacional de Seguros por la señora Mayra Rodríguez Calvo, se analizó la siguiente información: 

· Mediante correo electrónico de fecha 26 de julio de 2022, la señora Rodríguez Calvo informa a la Unidad de Componentes Salariales lo siguiente:

“Soy la Dra. Mayra Rodríguez Calvo, hace aproximadamente 4 años solicité a Gestión Humana el reconocimiento de 8 meses laborados de junio de 1990 a enero de 1991 para el INS, en ese momento una compañera judicial de ese Departamento me aclaró que la gestión debía hacerla ante el INS, y a partir del año 2018 inicié gestiones con esa Institución, que negó mi derecho laboral, por lo que luego de una ardua lucha (tenía el trámite administrativo en la CCSS y mantengo juicio laboral bajo número 19-002208-173-LA), me informaron el día de hoy de la Oficina de Impugnaciones Patronales de la CCSS que mi caso resultó positivo, que le rechazaron la Apelación al INS, que realizaron el cobro de la planilla adicional por los ocho meses mismo que ya fue cancelado por el INS y que ya me aparece registrado en SICERE el tiempo laborado con esa institución. (…)”

· El Subárea de Servicios de Transporte del Área de Aseguramiento y Fiscalización de Servicios de la Dirección de Inspección de la Caja Costarricense de Seguro Social, en fecha 25 de abril de 2019 dictó el informe de inspección n° 1235-00544-2019-I, del cual se extrae:

“ORIGEN DEL ESTUDIO

Solicitud de estudio N° 1235-00253-2019 de fecha 22 de enero 2019, generada en el Sistema Institucional para la Gestión de lnspección (SIGI), para posible estudio de inspección en relación al reconocimiento de cuotas solicitada por la señora Mayra Rodriguez Calvo, número de cédula (…) al patrono a nombre patrono Instituto Nacional de Seguros, número patronal 2-04000001902-001-001, por el periodo de junio 1990 a enero 1991.”

“POR TANTO

Una vez terminada la investigación y verificada la relación obrero patronal, se procede a la confección de la planilla adicional a nombre del patrono Instituto Nacional de Seguros, número patronal 2-04000001902-001-001, por el periodo de junio 1990 a enero 1991, dado que queda demostrado que existió relación obrero patronal y así poder reportar correctamente la información de la trabajadora antes señalada, de acuerdo con la investigación realizada y lo recabado por el servicio de inspección.”

· Posteriormente, en fecha 15 de julio de 2020 el Subárea de Servicios de Transporte del Área de Aseguramiento y Fiscalización de Servicios dictó el informe de inspección n° 1235-02286-2020-I, esto producto de que el señor Luis Fernando Campos Montes, en condición de Gerente General a.i. del Instituto Nacional de Seguros, interpusiera recurso de revocatoria con apelación en subsidio, contra la resolución contenida en el Informe de Inspección número 1235-00544-2019-I, del 25 de abril de 2019. 

En las conclusiones del informe n° 1235-02286-2020-I se indica:

“Con base en los elementos probatorios que constan en autos, se tienen como hechos probados los siguientes:

· Consta en el expediente administrativo prueba abundante para motivar la confección de planilla adicional al patrono Instituto Nacional de Seguros, en el periodo comprendido entre junio de 1990 a enero de 1991, derivada del informe recurrido.

· De conformidad con el análisis del expediente administrativo junto con el recurso de revocatoria, jurisprudencia aplicable y la normativa vigente; la resolución contenida en el informe de inspección 1235-00544-2019-I está conforme a derecho.”

· Además, consta la resolución 1235-02289-2020-R de fecha 16 de julio de 2020, mediante la cual se declara sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto por el patrono Instituto Nacional de Seguros, número patronal 2-04000001902-001-001, y consecuentemente se ratifica en todos sus extremos la resolución que contiene el informe de inspección No. 1235-00544-2019-I, por ajustarse tanto en el fondo como en la forma a la normativa vigente.

En virtud de que el patrono presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio y que la revocatoria ha sido resuelta por esta Subárea, corresponde a la Gerencia Financiera resolver el recurso de apelación.

· Asimismo, consta la resolución GF-3.693-21 del 27 de octubre de 2021, de la cual se extrae:

“Se rechazan las excepciones de prescripción, falta de derecho y de legitimación, se declara sin lugar el recurso de apelación interpuesto por el patrono Instituto Nacional de Seguros, número patronal 2-04000001902-001-001 y se ratifica la resolución venida en alzada, téngase por agotada la vía administrativa.”

Por último, es menester indicar que, en el Sistema de Consulta de Pensiones y en el Sistema Centralizado de Recaudación de la Caja Costarricense de Seguro Social, se encuentra el detalle de las cuotas y de los salarios percibidos en el INS por la señora Rodríguez Calvo.

(…)
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Manifestaciones de los integrantes:	
El máster Oslean Mora Valdez, explica que se tiene que tomar en cuenta la época en la que se haya laborado, si es reciente o muy antigua, dado que ese reconocimiento se tiene que traer al valor presente, y que entre más antiguo sea el tiempo que se está reconociendo, más es el monto que le corresponde.
Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el informe N° PJ-DGH-SAS-3390-2022, del 16 de noviembre de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina y Maureen Siles Mata, Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, referente al estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2022111, gestionado por la doctora Mayra Rodríguez Calvo, Integrante del Consejo Médico B del Departamento de Medicina Legal. 2.) Reconocer para efectos de jubilación, a la doctora Rodríguez Calvo, el tiempo servido de 7 meses y 27 días laborados en el Instituto Nacional de Seguros - INS, para lo cual deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el monto de ₡4,146,427.14. (cuatro millones ciento cuarenta y seis mil cuatrocientos veinte siete colones con catorce céntimos), con la advertencia de que el reconocimiento se materializará hasta la cancelación total del monto adeudado, que se le deducirá de su salario en el tanto nota de lo resuelto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarlo en las cuentas corrientes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, de previa coordinación, con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO; el cual tomará para que solicite en favor del Fondo mencionado, el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana.
La Dirección de la JUNAFO y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc121205199][bookmark: _Toc121403210]ARTÍCULO XII
Documento Nº 1114-2022
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 103-2022 del 24 de noviembre de 2022, artículo XIII, que literalmente dice:
[bookmark: _Toc120197255]“ARTÍCULO XIII

Documento N° 10774, 13524-2022 

El licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales y el máster Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación, ambos de la Dirección de Planificación, mediante oficio N° 1079-PLA-PP-2022 del 11 de noviembre de 2022, comunicaron lo siguiente:

“Le transcribo el informe suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales y por el Máster Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación, que indica: 

[bookmark: _Hlk529350058]“Para efectos del proceso de formulación presupuestaria 2024, se presenta este informe para elevar a conocimiento del Consejo Superior, en el cual se analizan las expectativas inflacionarias para el período a formular, tomando como base de análisis la revisión del Informe de Política Monetaria 2022 aprobado en enero de este año por el Banco Central de Costa Rica y su correspondiente revisión o actualización del mes de julio.

La estimación de la inflación se realiza con el fin de aplicarla a los precios de los artículos del Catálogo de Bienes y Servicios, que sirven de base para realizar la formulación presupuestaria, en este caso la del 2024. 

En esta ocasión se tiene que nuevamente el panorama para el 2024 continua siendo complejo, dado que según estimaciones realizadas por el Banco Central, las que se incluyen en el Informe de Política Monetaria publicado en enero 2022, en lo que se refiere a la deuda del Gobierno Central, para el 2022 se proyecta que esta pueda ser del 70,3% del Producto Interno Bruto (PIB), lo que implicaría que de acuerdo a lo establecido en el Artículo 11 de la Ley 9635 de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, para el cálculo del crecimiento del gasto total, por tercer año consecutivo se aplicaría el inciso “D”, que establece un crecimiento máximo en el gasto total del 65% del promedio del crecimiento del PIB. 

En este sentido y para más claridad sobre el tema, se tiene que para el ejercicio presupuestario 2020 que fue el primero en que se aplicó la Regla Fiscal, el Ministerio de Hacienda estableció un crecimiento máximo del gasto corriente del 4,67% y para el 2021 del 4,13%, mientras que a partir del 2022 el límite de crecimiento se estableció sobre el gasto total, siendo en ese año del 1,96% y para 2023 del 2,56%, en todos los períodos este incremento aplicó de forma agregada al presupuesto total del Gobierno Central, y no de forma individual por Institución.

Para el 2024 y de acuerdo con el PIB estimado por el Banco Central para el 2022, el crecimiento promedio de este durante los últimos cuatro períodos (que es el que utiliza la Regla Fiscal) sería de 2,39%, por lo que si se le aplica el porcentaje máximo de incremento establecido en el inciso “D” del artículo 11 de la Ley 9635, que es de un 65%, el crecimiento máximo agregado del gasto corriente del Gobierno Central se podría estimar de forma preliminar en un 1,55%.

A partir de este cálculo habría que estar a la espera del presupuesto límite que comunique el Ministerio de Hacienda. Seguidamente se presentan los datos del PIB y los porcentajes que aplicarían para el 2024.
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A continuación, se presenta el panorama actual del presupuesto 2023 pendiente de aprobación definitiva en la Asamblea Legislativa, respecto al asignado en 2022, tanto a nivel general como también desagregado en gasto corriente y gasto de capital. Para el presupuesto 2023, se considera el remitido al Plenario Legislativo por la Comisión de Asuntos Hacendarios el día 19 de octubre de 2022.

[image: ]

De acuerdo con lo expuesto anteriormente y como conclusión general, es que se considera prudente recomendar que para el 2024 al igual que en los dos períodos anteriores, tampoco se aplique inflación a los precios de los artículos del Catálogo de Bienes y Servicios; además, de que es importante recordar que este Catálogo se encuentra en constante actualización y los precios que refleja para cada uno de sus artículos son los de la última compra realizada.

De esta forma, para presupuesto 2024, la Dirección de Planificación solicita a la Dirección de Tecnología de la Información que se active en el Sistema SIGA-PJ el proceso de actualización de precios en la formulación presupuestaria, proceso que se desactiva en la fecha límite que tienen los Centros de Responsabilidad para hacer entrega del presupuesto vía Sistema a la Dirección de Planificación, que para esta ocasión estaría prevista para el viernes 13 de enero de 2023.

Considerando la difícil situación fiscal que se vislumbra continúe para 2024, y la experiencia que se ha tenido en el proceso de formulación 2023, para establecer el límite a formular por parte de cada uno de los Centros de Responsabilidad, se propone que el presupuesto máximo autorizado sea igual al que finalmente quedó aprobado para el 2023, o sea con cero crecimiento.

Este monto será el equivalente al gasto variable total aprobado para el 2023 (excluyendo lo correspondiente a los recursos del Programa 951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones que se financian con ingresos propios del Fondo). 

Posteriormente al establecer el límite de cada Centro de Responsabilidad, al igual que se hizo en los dos años anteriores, se deberá revisar que con el presupuesto disponible se puedan cubrir como mínimo los gastos ineludibles.”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° 1079-PLA-PP-2022 del 11 de noviembre de 2022, suscrito por el licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales y el máster Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación, ambos de la Dirección de Planificación. 2.) Indicar a los Centros de Responsabilidad del Poder Judicial, que para la formulación presupuestaria del 2024, el presupuesto máximo autorizado deberá ser igual al que finamente quedó aprobado para el 2023, es decir, con cero crecimiento. Se declara este acuerdo firme.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Oslean Mora Valdez, explica sobre la formulación presupuestaria.
Por su parte, el licenciado Arnoldo Hernández Solano, le consulta al máster Mora Valdez, si ya conocen cuales son los asesores que en el 2023 – 2024, finalizan su contrato.
Por consiguiente, el máster Mora Valdez, responde indicando que todos los asesores y contratos que tienen son normativos, por lo que se podría cambiar a la persona, pero los contratos deben de seguir, debido a que son servicios continuos, aunque cambie la persona que brinda el servicio. 
Añade que se espera que eso se mantenga y por lo tanto desde la óptica presupuestaria está bien que se genere automático, porque sea quien sea, se requiere dicho servicio, sin embargo, comenta que hay dos contratos que se vencen en el 2024, el del actuario matemático Raúl Hernández, y el de la Auditoría externa, pero que para efectos prácticos se estaría venciendo en el 2025.
Refiere que esas contrataciones se inician un año antes, por lo que para los primeros 3 meses del 2023, estarán haciendo los trámites para los concursos, así mismo, menciona que está la Ley de Contratación Administrativa nueva, la cual ha paralizado un poco el accionar de todas las proveedurías, porque no hay mucha claridad de cómo se va a trabajar, y que el reglamento se publicó el 6 de diciembre.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, expresa que el problema está en el SICOP.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior, en sesión N° 103-2022 del 24 de noviembre de 2022, artículo XIII, sobre indicarle a los Centros de Responsabilidad del Poder Judicial que, para la formulación presupuestaria del 2024, el presupuesto máximo autorizado deberá ser igual al que finalmente quedó aprobado para el 2023, es decir, con cero crecimientos. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIII
Documento Nº 1110-2022
[bookmark: _Hlk120890072]La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6093/11 del 28 de noviembre del 2022, comunicó:
“La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 11 del acta de la sesión 6093-2022, celebrada el 23 de noviembre del 2022,

considerando que:

A.	El objetivo principal del cálculo de la curva de rendimientos soberana par en moneda nacional es su uso como referencia para la colocación de nuevas emisiones en el mercado primario por parte del Banco Central de Costa Rica.  En este sentido, el ordinal I de la Metodología para fijar las tasas de las operaciones de mercado abierto, establece que:

“Las tasas netas de captación de los pasivos con costo, de las operaciones en mercado secundario y de otros mecanismos de gestión de deuda del Banco Central de Costa Rica a plazos de más de 90 días, se basarán en la actualización más reciente de la curva de rendimientos soberana que se calcula semanalmente.”

Adicionalmente, el artículo 22 de las Políticas Generales para la Administración de Pasivos, establece que, para evaluar la gestión del tramo de deuda, se utilizará como parámetro de referencia la curva de rendimientos estimada según la metodología aprobada por la Junta Directiva.

B.	En el artículo 8 del acta de la sesión 5963-2020, celebrada el 14 de octubre de 2020, la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica aprobó la metodología de cálculo de la curva de rendimientos par en moneda nacional vigente a la fecha. En la parte resolutiva de dicho acuerdo se estableció que: 

“La Administración del Banco Central de Costa Rica vigilará que la metodología sea adecuada para la realidad del mercado financiero costarricense y en caso de identificarse situaciones que requieren ajustes metodológicos informará y propondrá a la Junta Directiva los cambios requeridos.”

C.	De acuerdo con esa metodología, la estimación de la curva de rendimiento soberana par se realiza con métodos paramétricos estáticos, Nelson-Siegel (1987) o Svensson (1994), a partir de las negociaciones de títulos del Banco Central de Costa Rica y el Ministerio de Hacienda, realizadas en mercado primario y secundario durante la semana inmediata anterior al día de cálculo (de miércoles a martes).  

Esta metodología incorpora el uso de un valor de referencia para el plazo de 10 años, cuando no se observen transacciones de largo plazo. Además, establece que la tasa a un día corresponde a la tasa promedio de Mercado Integrado de Liquidez (MIL) observada el martes de cada semana. 

Finalmente, excluye de la estimación negociaciones con rendimientos que se consideran extremos, identificados con base en un criterio histórico. 

D.	En algunas semanas de lo que transcurre del año 2022, se ha dificultado obtener una buena estimación de la curva de rendimientos soberana. Lo anterior se explica, en gran medida, por semanas con una escasa negociación de títulos de deuda del Ministerio de Hacienda o del Banco Central de Costa Rica. Además, el criterio de exclusión no necesariamente refleja las condiciones del mercado vigentes al momento de la estimación y podría conducir a excluir del cálculo observaciones coherentes con la coyuntura y que contribuyen a una mejor estimación del instrumento. Finalmente, los ajustes en la Tasa de Política Monetaria que se trasladan de forma inmediata y completa a la tasa a un día plazo en el Mercado Integrado de Liquidez, pero no así al resto de tasas de interés en el mercado bursátil.

Estos hechos generan que, en algunas ocasiones, la curva de rendimientos primero decrezca y luego se incremente rápidamente para plazos cortos y que no exista suficiente información para obtener una buena estimación para los tramos de largo plazo de la curva.

E.	La experiencia acumulada en la estimación de la curva de rendimientos, la revisión y evaluación constante de nuevas metodologías, permitieron identificar cambios en el proceso de estimación vigente hasta este momento que enfrentan las situaciones a las que se hace referencia en el literal D anterior. Ello condujo a proponer una nueva metodología para calcular la curva de rendimientos soberana par en moneda nacional, la cual se expone en el documento DEC-IEC-0009-2022, conocido por esta Junta Directiva.  

La metodología para el cálculo de la curva de rendimientos soberana par en moneda nacional propuesta consiste en: 

a.	Realizar una estimación dinámica de la curva de rendimientos par que utiliza tanto los datos del pasado como los de la semana en que se realiza el cálculo. 

b.	Emplear como una observación más para estimar la curva de rendimientos soberana par, la tasa promedio ponderada de las negociaciones a un día plazo realizadas durante la semana del cálculo en el Mercado Integrado de Liquidez. 

c.	Implementar un criterio de exclusión que dependa solo de la información de mercado observada durante la semana en la que se realiza la estimación. Esto permite identificar de manera más precisa cuales negociaciones se realizaron a rendimientos que no reflejan la coyuntura del mercado.

dispuso en firme:

1.	Modificar la metodología de cálculo de la curva de rendimientos soberana par, para que se estime de la siguiente forma:

i.	Utilizar una versión dinámica de la metodología de Nelson y Siegel propuesta por Diebold, Rudebusch y Arouba (2006) para la estimación de la curva de rendimientos soberana par en moneda nacional. 

ii.	Considerar en la estimación todas las negociaciones de bonos de deuda del Banco Central y el Ministerio de Hacienda en mercado primario y secundario en moneda nacional con plazos al vencimiento hasta 15 años.

iii.	Utilizar como una observación adicional la tasa promedio ponderada de todas las operaciones efectuadas en el Mercado Integrado de Liquidez a un día plazo durante la semana anterior al día de cálculo (de miércoles a martes) para la estimación de la curva de rendimientos soberana. 

iv.	Excluir de la estimación las observaciones extremas identificadas de la siguiente forma: cada semana se realizan varios cálculos de la curva, en cada uno se omite una observación i en particular y se calcula el error de estimación para esa observación, . Estos errores en términos absolutos se ordenan y se elimina el 5% de las observaciones con errores más altos.  

v.	Publicar la curva de rendimientos estimada para los plazos entre 1 y 3600 días, con la convención financiera de que un año corresponde a 360 días.

2.	Mantener la publicación de la curva de rendimientos soberana par en el sitio web del Banco Central de Costa Rica el miércoles de cada semana.  En caso de que el miércoles sea un día no hábil, el cálculo se realizará y publicará el día hábil inmediato anterior. 

3.	La Administración del Banco Central de Costa Rica, por medio de la Comisión de Mercados, nombrará un comité de vigilancia interna que cada semana analice la curva de rendimientos soberana par en moneda nacional calculada por el Departamento de Estadística Macroeconómica para validar que refleja de manera adecuada la coyuntura semanal del mercado financiero costarricense.

Cuando dicho comité identifique comportamientos que no corresponden con la coyuntura del mercado, podrá emitir recomendaciones sobre ajustes que mejoren la estimación de la curva de rendimientos para una semana en particular. Estos ajustes deberán ser aprobados por la Comisión de Mercados. 

4.	La Administración del Banco Central de Costa Rica vigilará que la metodología sea adecuada para la realidad del mercado financiero costarricense y en caso de identificarse situaciones que requieren ajustes metodológicos realizará la propuesta correspondiente ante la Junta Directiva.

5.	Esta metodología rige a partir del 1º de diciembre de 2022.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6093/11 del 28 de noviembre del 2022, relacionado con el artículo 11 del acta de la sesión 6093-2022, celebrada el 23 de noviembre del 2022, sobre la metodología de cálculo de la curva de rendimientos soberana par. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO para lo de su cargo. 3.) Hacer de conocimiento de los Comités de Auditoría, Inversiones y Riesgos.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc121403212]ARTÍCULO XIV
Documento N° 709-2022 / 1105-2022
Informa la Secretaría General de Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, que mediante correo electrónico del 30 de noviembre de 2022, se recibió cédula de notificación de la sentencia dictada por la Sala Constitucional Nº 2022027974, dentro del expediente 22-016074-0007-CO, en la que se declaró sin lugar el recurso de amparo interpuesto por la señora Celia Jácamo Rojas, contra la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, y la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.
La citada resolución, en lo que interesa, literalmente dice:
(…)

Considerando:

I.- Cuestión preliminar. De previo a analizar el fondo del asunto –por la presunta violación del derecho a un procedimiento pronto y cumplido– debe aclararse que, a partir de la sentencia No. 2008-2545 de las 8:55 horas de 22 de febrero de 2008, esta Sala ha remitido a la jurisdicción contencioso administrativa –con algunas excepciones–, aquellos asuntos en los que se discute si la administración pública ha cumplido o no los plazos pautados por la Ley General de la Administración Pública (artículos 261 y 325) o las leyes sectoriales para los procedimientos administrativos especiales, para resolver por acto final un procedimiento administrativo –instruido de oficio o a instancia de parte– o conocer de los recursos administrativos procedentes. En este caso nos podríamos encontrar frente a un supuesto de excepción, que sería la protección al derecho a la pensión, por lo cual este asunto se admite, a efectos de verificar si, en efecto, se está ante esa excepcionalidad que permita la valoración de fondo de la situación planteada.

Aclarado el punto, se entra a resolver la situación concreta planteada en este amparo.

II.- Objeto del recurso. La tutelada, aseguró que, desde el 5 de abril de 2021, se encuentra pensionada por invalidez del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Sin embargo, reclamó que el monto de su pensión quedó en ¢692.000,00 mensuales, suma que considera pudo aumentar si se hubiese tramitado a tiempo su solicitud de traslado de cuotas por un período que cotizó para el Fondo de Pensiones del Poder Judicial. No obstante, acusó que, por un retraso en el trámite por parte de la C.C.S.S., la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial denegó el traslado de cuotas, dado que estiman que este debía realizarse de previo a que se materializara la jubilación. Consideró lesionados sus derechos fundamentales.

III.- Hechos probados. De importancia para la decisión de este asunto, se estiman como debidamente demostrados los siguientes hechos:

1) En fecha indeterminada, la amparada presentó solicitud de pensión por invalidez ante la Sucursal de Bataan de la Caja Costarricense de Seguro Social (hecho incontrovertido).

2) En sesión No. 303-2020 celebrada el 13 de noviembre de 2020, la tutelada fue declarada inválida por parte de las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social (ver informe y prueba aportada al expediente).

3) Mediante la Resolución No. 01-700760909-2021 del 16 de abril de 2021, con fecha de vigencia del 5 de abril de 2021 y con un monto inicial de ¢690,033.85 (actualmente ¢692.241.95) (ver informe y prueba aportada al expediente).

4) Mediante oficio No. GP-DAP-1067-2021 del 8 de julio de 2021 –presentado el 9 de julio de 2021-, el Director de la Dirección de Administración de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, solicitó a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, brindar atención a la solicitud de traslados de cuotas, por concepto de las aportaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, a favor de la señora Celia Jácamo Rojas (ver informe y prueba aportada al expediente).

5) Mediante oficio No. 260-PF-2021 del 11 de agosto de 2021, la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial comunicó a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial sobre la solicitud presentada por el máster Ubaldo Enrique Carrillo Cubillo, Director de la Dirección de Administración de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social (ver informe y prueba aportada al expediente).

6) Mediante oficio No. 044-DJA-2021 del 24 de agosto de 2021, el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial denegó la solicitud de traslado de cuotas solicitada a favor de la amparada, con base en el siguiente criterio:

“(…) el art. 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la
posibilidad de traslado de cuotas hacia otros regímenes de pensión del primer pilar previamente a otorgar el beneficio de jubilación o pensión, por cuanto de dicho criterio se extrae “… claramente se coligue la jubilación se prevé como un hecho futuro, por lo que, el traslado solo sería posible previo a su otorgamiento. Contrario sensu, una vez otorgado ese derecho tal traslado no sería posible.” b) La administración no podrá realizar el traslado de recursos a ningún otro régimen de pensión básico, con el objetivo de “mejorar su pensión en dicho régimen” por cuanto este elemento no está considerado dentro de las posibilidades establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. c) El momento procesal oportuno para solicitar el traslado de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a cualquier otro régimen de pensión básico será al momento “en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión” y no posterior a dicho otorgamiento, por lo cual los administradores de otros regímenes de pensión básicos deberán tomar nota para sus trámites internos (…) Por lo expuesto, y en relación con el caso de la señora Celia Jácamo Rojas, solicitado mediante oficio GP-DAP-1067-2021 de fecha 8 de julio de 2021 y GP-DAP-1232-2021 del 19 de agosto de 2021 (…) se informa que no procede el traslado de cuotas solicitado (…)” (ver informe y prueba aportada al expediente).

7) Mediante oficio No. GP-DAP-SACI-0946-2021 del 1° de setiembre de 2021, la Subárea Administración Cuenta Individual le comunicó a la recurrente; entre otras cosas, la imposibilidad legal y administrativa de materializar el traslado de cuotas solicitado (ver informe y prueba aportada al expediente).

IV.- Sobre los traslados de cuotas de un régimen de pensiones a otro.
Esta Sala Constitucional en la sentencia No. 2020-022915 de las 10:05 horas de 27 de noviembre de 2020, consideró:

“(…) Sobre el particular, este Tribunal, mediante sentencia n.° 2020-20065 de las 9:30 horas del 16 de octubre de 2020, dispuso que la ejecución de una resolución administrativa adoptada por el Ministerio de Hacienda en cuanto al traslado de cuotas de un régimen a otro era ajeno al ámbito de competencia de esta jurisdicción; sin embargo, a la luz de las consideraciones especiales del caso concreto y bajo una mejor ponderación, la Sala establece que sí entrará a resolver el fondo de este tipo de recursos en tanto se encuentren relacionados con la posibilidad real de optar por el derecho a la jubilación y, además, el traslado de cuotas no se haya hecho efectivo dentro de un plazo razonable” (el énfasis no pertenece al original).

V.- Sobre el caso concreto. En el sub examine, la tutelada, aseguró que, desde el 5 de abril de 2021, se encuentra pensionada por invalidez del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Sin embargo, reclamó que el monto de su pensión quedó en ¢692.000,00 mensuales, suma que considera pudo aumentar si se hubiese tramitado a tiempo su solicitud de traslado de cuotas por un período que cotizó para el Fondo de Pensiones del Poder Judicial.

No obstante, acusó que, por un retraso en el trámite por parte de la C.C.S.S., la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial denegó el traslado de cuotas, dado que estiman que este debía realizarse de previo a que se materializara la jubilación. Consideró lesionados sus derechos fundamentales.

Al respecto, quedó acreditado que mediante la resolución No. 01-700760909-2021 del 16 de abril de 2021, con fecha de vigencia del 5 de abril de 2021 a la amparada se le aprobó su solicitud de pensión por invalidez del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, por lo que, desde el 5 de abril de 2021, la amparada ostenta la condición de jubilada.

Asimismo, se comprobó que, con posterioridad a esa fecha, sea el 9 de julio de 2022, la Dirección de Administración de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, solicitó a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, brindar atención a la solicitud de traslados de cuotas, por concepto de las aportaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, a favor de la tutelada.

En ese mismo orden de idea, se acreditó que, por medio de oficio No. 044-DJA-2021 del 24 de agosto de 2021, el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial denegó la solicitud de traslado de cuotas solicitada a favor de la amparada, con base en el siguiente criterio: “(…) el art. 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la posibilidad de traslado de cuotas hacia otros regímenes de pensión del primer pilar previamente a otorgar el beneficio de jubilación o pensión, por cuanto de dicho criterio se extrae “… claramente se coligue la jubilación se prevé como un hecho futuro, por lo que, el traslado solo sería posible previo a su otorgamiento. Contrario sensu, una vez otorgado ese derecho tal traslado no sería posible.” b) La administración no podrá realizar el traslado de recursos a ningún otro régimen de pensión básico, con el objetivo de “mejorar su pensión en dicho régimen” por cuanto este elemento no está considerado dentro de las posibilidades establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. c) El momento procesal oportuno para solicitar el traslado de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a cualquier otro régimen de pensión básico será al momento “en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión” y no posterior a dicho otorgamiento, por lo cual los administradores de otros regímenes de pensión básicos deberán tomar nota para sus trámites internos (…)” (el resaltado no es del original).

Ahora bien, revisados los argumentos expuestos por la recurrente, lo informado bajo juramento por las autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y de la Caja Costarricense de Seguro Social, así como las pruebas allegadas a los autos, esta Sala Constitucional no considera que exista mérito para conocer este proceso por el fondo.

Esto, en el tanto que, tal y como se explicó en el considerando anterior, la intervención de esta jurisdicción constitucional en asuntos de traslado de cuotas de un régimen de pensión a otro responde (a modo de excepción), a la existencia de una posibilidad real de jubilación que se pueda estar viendo lesionada por la mora o dilación en llevar a cabo precisamente dicha actuación. Cuestión anterior que, tal y como se ha podido acreditar, no es el caso bajo estudio, ya que se ha demostrado, a partir, incluso del propio dicho de la recurrente, que esta disfruta de ese derecho (pensión), desde el mes de abril de 2021 (véase en similar sentido lo dispuesto en la sentencia No. 2022-12564 de las 9:20 horas de 3 de junio de 2022).

En este sentido, se ha podido verificar, que la tutelada, en realidad, acude a este Tribunal con la pretensión principal de realizar una revalorización o recálculo de su pensión, puesto que, en realidad su solicitud de traslado de cuotas sí fue resuelta, solo que no de manera positiva ni a su favor. De esta forma, debe indicársele a la amparada que a este Tribunal no le corresponde determinar, en la vía del amparo, cuáles son los requisitos legales que debe cumplirse para el traslado de cuotas en cuestión para ser legalmente válida ante la autoridad recurrida, ni valorar la pertinencia o no de este traslado. En consecuencia, si a bien lo tiene, la gestionante podrá plantear, sus inconformidades o reclamos ante la propia autoridad recurrida o ante la sede de legalidad respectiva.

VI.- Conclusión. En mérito de lo expuesto, se declara sin lugar el recurso.

VII.- NOTA DEL MAGISTRADO CASTILLO VÍQUEZ, EN CUANTO A LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA PRONTA Y CUMPLIDA. He apoyado la tesis de este Tribunal, de que cuando el justiciable alega una vulneración al derecho a una justicia pronta y cumplida en sede administrativa, quienes deben conocer la controversia jurídica son los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo y no esta Sala. Ahora bien, con la reciente promulgación de la Ley n.° 9097, Ley de Regulación del Derecho de Petición, se ha establecido que ese derecho es susceptible de tutela judicial por medio del recurso de amparo establecido por el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en relación con el artículo 27 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, en aquellos casos en que el peticionario considere que las actuaciones materiales de la Administración, sus actos administrativos o su respuesta le estén afectando sus derechos fundamentales. A mi modo de ver, la normativa recién promulgada no implica que este Tribunal deba modificar su línea jurisprudencial, quien, con base en el numeral 7 de su Ley, le corresponde definir exclusivamente su propia competencia. Por ende, salvo aquellas controversias jurídico constitucionales que han sido reconocidas por esta misma Sala como supuestos de excepción, que sí proceden ser conocidas en esta jurisdicción a través del proceso constitucional de garantía del amparo, en los demás casos, y por las razones que ha dado este Tribunal (sentencia N° 2008-02545 de las 8:55 horas de 22 de febrero de 2008), los competentes son los Jueces de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, todo lo cual es conforme al numeral 25, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Derecho de la Constitución (valores, principios y normas) y las normas legales correspondientes con base en una interpretación lógica, sistémica y teleológica del ordenamiento jurídico.

VIII.- Documentación aportada al expediente. Se previene a las partes que de haber aportado algún documento en papel, así como objetos o pruebas contenidas en algún dispositivo adicional de carácter electrónico, informático, magnético, óptico, telemático o producido por nuevas tecnologías, éstos deberán ser retirados del despacho en un plazo máximo de 30 días hábiles contados a partir de la notificación de esta sentencia. De lo contrario, será destruido todo aquel material que no sea retirado dentro de este plazo, según lo dispuesto en el “Reglamento sobre Expediente Electrónico ante el Poder Judicial”, aprobado por la Corte Plena en sesión No. 27-11 del 22 de agosto de 2011, artículo XXVI y publicado en el Boletín Judicial No. 19 del 26 de enero de 2012, así como en el acuerdo aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión No. 43-12 celebrada el 3 de mayo de 2012, artículo LXXXI.

Por tanto:

Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.

(…)

Anexo:

 (Adjunto suprimido por contener información sensible de la señora Jácamo Rojas)

…”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de la sentencia dictada por la Sala Constitucional Nº 2022027974, dentro del expediente 22-016074-0007-CO, en la que se declaró sin lugar el recurso de amparo interpuesto por la señora Celia Jácamo Rojas, contra la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, y la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, así como a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XV
Documento N° 1148-2022
[bookmark: _Hlk99989629]Esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, acuerda: 1.) Trasladar la sesión ordinaria de este cuerpo colegiado, del martes 20 de diciembre de 2022, para el miércoles 21 de diciembre de 2022, a las 8:00 horas para que inicie a las 13:00 horas, y hasta que se conozca la totalidad de los acuerdos agendados. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la licenciada Kattia Saborío Soto, Jefa de Subproceso de Ambiente Laboral de la Dirección de Gestión Humana, para el permiso respectivo, con el fin de que el licenciado Parris Quesada Madrigal, Tesorero de la JUNAFO, participe de dicha sesión, de conformidad con lo establecido en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XVI
Documento N° 1149-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0432-DJA-2022 del 13 de diciembre de 2022, comunicaron:
“El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N.° 0249-DJA-2022, del 11 de agosto de 2022, presentó la siguiente gestión:

[bookmark: _Hlk121385589]“Como es de su conocimiento, dentro de la Dirección de la JUNAFO, brazo administrativo de ejecución de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se cuenta únicamente con una plaza de asesor jurídico 1, para coadyuvar con las funciones competenciales que tiene el puesto, asesorando al Órgano Máximo de Dirección, de ahí que, tales funciones se resumen en los criterios técnicos que solicita el órgano, el análisis de la documentación emitida por CONASSIF y SUPEN, colaborar con los requerimientos solicitados por la Dirección de la JUNAFO, así como colaborar en la tramitología correspondiente a los procesos jurisdiccionales en donde está involucrada la JUNAFO, debido a esto y tomando en consideración el volumen de trabajo que tiene el puesto, se plantea la posibilidad de valorar el otorgamiento de un permiso con goce de salario, de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial a partir del 16 de agosto de 2022, con el propósito de tramitar aquellos procesos que no estaban contemplados como funciones que tomaría el puesto, coadyuvando a la plaza que estará realizando el trabajo ordinario conforme a las solicitudes presentadas por la JUNAFO. Se destaca que, la justificación de la procedencia del proyecto se basa en las siguientes razones: 

Primeramente, el Órgano Máximo de Dirección no proyectó que con el tiempo se debían tramitar procesos jurisdiccionales, que las personas administradas plantean en contra de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en vía jurisdiccional, normalmente en el Tribunal Contencioso Administrativo, demandas que deben ser canalizadas por el mismo órgano y no por la Procuraduría General de la República, considerando que la JUNAFO cuenta con personería jurídica instrumental, así estipulado en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, en aplicación al artículo 12 del Código Procesal Contencioso Administrativo, indica que los órganos administrativos con personalidad jurídica instrumental, son personas demandadas de forma conjunta con el estado, en tanto sean autores de la conducta administrativa objeto del proceso, es decir, los escritos de respuesta deben ser presentados de forma independiente a la contestación que realice la Procuraduría General de la República.

Bajo esta premisa, la plaza de asesor jurídico creada en el mes de enero de 2022, ha asumido el trabajo ordinario de asesoramiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sin embargo, aunado a esto, ha tenido que asumir paulatinamente los procesos jurisdiccionales en contra del órgano, así como requerimientos solicitados por la SUPEN correspondientes a criterios que deben ir presentados en conjunto con gestiones de la Dirección de la JUNAFO, esto generando un atraso considerable en la entrega de informes que solicita el órgano para resolver gestiones presentadas por las personas administradas, situación que se agravó debido a que en el momento que se creó la plaza, no se tenían contempladas estas funciones extraordinarias y fuera del perfil competencial. 

El proyecto especial que se solicita, recaería en que el permiso con goce de salario, se dedique a terminar esos trámites que no estaban contemplados y la otra plaza continúe con la elaboración del trabajo ordinario, referente a la redacción de criterios solicitados por la JUNAFO, análisis de normativa de los entes supervisores, entre otros; en síntesis, el planteamiento del presente permiso se fundamenta en la necesidad de alinear la carga de trabajo que tiene actualmente el área legal de esta oficina y de esta forma poder brindar el asesoramiento requerido para las sesiones. Se detalla el siguiente cuadro comparativo en donde se exponen los asuntos que se encuentran pendientes de resolver:

Tabla N° 1. Trámites adicionales que no estaban contemplados en el puesto.

	#
	Gestión
	Oficio o acuerdo de asignación

	1
	Elaboración sobre la tramitología referente a la política de Idoneidad de CONASSIF
	CNS-1728-14 Y 1729-04

	2
	Redacción de la contestación del recurso de amparo N° 22-16355-0007-CO, tema accionado por Miguel Brais Quirós
	Trabajo de trámite de la Asesoría Legal, tema de procesos jurisdiccionales

	3
	Elaboración de criterio para remitir a la SUPEN sobre la supervisión realizada a los dos fondos que maneja la Junta.
	A solicitud de Inversiones

	4
	Elaboración de criterio solicitado por la SUPEN sobre la renuncia del licenciado Freddy Chacón Arrieta. Integrante de la Junta Administradora.
	A solicitud de la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial.

	5
	Referente a los traslados de cotizaciones a otro régimen básico reconozca dentro del cálculo un rendimiento real diferente de cero, por la gestión de las inversiones que se realizó durante el tiempo que las cotizaciones formaron parte de los recursos administrados por el Fondo
	Función de cumplimiento - Dirección de la JUNAFO, Oficio SP-832-2022

	6
	Preparar audiencia oral del proceso jurisdiccional, expediente N° 21-000167-1113-LA-6, presentado por Eddie Alvarado Vargas
	Resolución de las diez horas con veintiocho minutos del veinticuatro de septiembre de 2021, del Tribunal Contencioso Administrativo.

	7
	Preparar audiencia preliminar del proceso jurisdiccional, expediente 18-010440-1027-CA – 5, presentado por la señora Annia Mercedes Enríquez Chavarría.
	Resolución de las once horas dieciséis minutos del cuatro de abril de dos mil veintidós, del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda

	8
	Preparar audiencia preliminar para el proceso de lesividad, relativo al caso del señor Olman Gerardo Ugalde González, referente a la posibilidad de declarar la nulidad del acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 25-2021 de la sesión celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV. Con este documento se informa a la Junta el estado de la gestión. Proceso 22-3320-1027-CA
	Sesión N° 25-2021 de la sesión celebrada el 14 de junio de 2021, artículo IV

	9
	Preparar audiencia preliminar del proceso jurisdiccional, expediente 22-001314-1027-CA, presentado por la ASOJUPEN.
	Resolución de las diez horas cincuenta minutos del treinta y uno de marzo de dos mil veintidós, del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda



Tabla N° 2. Criterios jurídicos pendientes de entregar a solicitud de la JUNAFO.

	#
	Gestión
	Oficio o acuerdo de asignación

	1
	Elaboración de Reglamento sobre la suplencia de las personas integrantes suplentes / tema Supen.
	Oficio 211-JUNAFO-2022 y Oficio 319-JUNAFO-2022, N° SP-244-2022 del 09 de marzo de 2022.

	2
	Recomendaciones estudio actuarial, periodo 2021
	Oficio N° 225-JUNAFO-2022, sesión N° 14-2022 celebrada el 28 de marzo de 2022, artículo VI

	3
	Gestión presentada por el señor Hernán Campos Vargas, referente al cuestionamiento del 5 x 1000
	Oficio N° 222-JUNAFO-2022, sesión N° 13-2022 celebrada el 21 de marzo de 2022, artículo XVIII

	4
	Incluir las modificaciones aprobadas por la JUNAFO al Reglamento General de la JUNAFO.
	Oficio N° 0318-JUNAFO-2022, sesión N° 19-2022 celebrada el 10 de mayo de 2022, artículo III.

	5
	Reconocimiento de Tiempo Servido del señor Vladimir Muñoz Hernández
	Oficio N° 152-JUNAFO-2022, Sesión N° 10-2022 celebrada el 28 de febrero de 2022, artículo XI

	6
	Análisis de la prescripción de los estudios de los 1450 casos de personas jubiladas judiciales que falta realizarles el respectivo trámite para determinar si se les aplicó de manera incorrecta el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones
	Oficio N° 281-JUNAFO-2022, Sesión N° 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo XIII

	7
	Elaborar criterio sobre el tema de la comunicación de los 10 días de las gestiones de la JUNAFO.
	Oficio N° 0254-JUNAFO-2022, Sesión 14-2022 celebrada el 28 de marzo de 2022, artículo XVIII.

	8
	Solicitar a la Asesoría Legal de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, valorar alternativas dentro del marco de legalidad, que permita colaborar económicamente a las familias que solicitan el beneficio de pensión por sobrevivencia y que se encuentran en dificultades económicas, por el periodo en el que se hace el estudio correspondiente para determinar si cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, hasta que este órgano conozca el informe de la solicitud, lo anterior, con la finalidad de no desamparar a los gestionantes
	Oficio N° 0312-JUNAFO-2022, Sesión N° 18-2022 celebrada el 3 de mayo de 2022, artículo VI.

	9
	Recurso de reconsideración presentado por el señor Víctor Manuel López Ortiz, en contra del acuerdo adoptado en sesión N° sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII
	Oficio N° 0352-JUNAFO-2022, sesión N° 20-2022 celebrada el 17 de mayo de 2022, artículo XXIV.

	10
	Solicitud de Armando Fuentes Quesada, jubilado judicial, sobre una nulidad de un acto
	Sesión N° 23-2022 celebrada el 074 de junio de 2022 artículo XIV (Oficio 390-JUNAFO-2022)

	11
	Elaboración de criterio sobre la gestión presentada por la señora Lenis Damaris Salazar Montero, Pensionada Judicial, referente al acuerdo tomado por esta Junta, en sesión N° 22-2022 celebrada el 31 de mayo de 2022, artículo IV, donde se le otorgó el beneficio de pensión en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido, José María Machado Ramírez
	Sesión N° 26-2022 celebrada el 12 de julio de 2022, artículo XXVIII (Oficio 422-JUNAFO-2022)

	12
	Observaciones remitan las observaciones que correspondan correspondientes al oficio N° SP-706-2022, del 07 de julio de 2022, de la Superintendencia de Pensiones
	Sesión N° 27-2022 celebrada el 19 de julio de 2022, artículo XXIII, (Oficio 453-JUNAFO-2022)

	13
	Solicitud presentada por la señora Ana Yanci Espinoza Alvarado, referente a la solicitud de nulidad de un acto administrativo.
	Sesión N° 27-2022 celebrada el 19 de julio de 2022, artículo XXVIII. (Oficio 457-JUNAFO-2022)

	14
	Recurso de reconsideración presentado por la señora Ethel Mora Villalobos, a un acuerdo emitido por la Junta Administradora del FJPPJ.
	Sesión N° 27-2022 celebrada el 19 de julio de 2022, artículo XXXIII, (Oficio N° 0478-JUNAFO-2022)



Conforme al detalle anterior, el propósito del presente permiso es que la plaza se enfoque en tramitar y preparar esos trámites adicionales de procesos jurisdiccionales y criterios de naturaleza compleja, que no estaban contemplados y coadyuvar a la plaza que estará realizando el trabajo ordinario conforme a las solicitudes presentadas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es menester aclarar que los dos profesionales estarán en directa coordinación con la finalidad de atender los requerimientos según sean solicitados por la alta gerencia y el órgano de dirección.

un segundo punto, es importante mencionar que, mediante Oficio N° 0151-DJA-2022, la Dirección de la JUNAFO planteó la documentación de contratación de firmas de personas abogadas o personas abogadas expertas en materias afines a las competencias que tiene la JUNAFO; sin embargo, por su alta complejidad y que se requieren especialistas en diversas ramas del derecho la misma no se ha concretado, de hecho, probablemente no se podrá contar con esta modalidad durante el periodo 2022.

Finalmente, y como tercer punto, la Dirección de Gestión Humana mediante oficio PJ-DGH-0316-2022 expuso un informe de ejecución presupuestaria de la partida de remuneraciones para el periodo comprendido entre el 01/01/2022 y el 31/03/2022, donde se concluye que el programa presupuestario 951, presenta un escenario con un posible saldo a favor en varias subpartidas, según el comportamiento del gasto al 31 de marzo 2022 y conforme a las proyecciones realizadas al 31 de diciembre 2022, de ahí que, este programa no estaría ejecutando el 20% del presupuesto asignado. 

Por otro lado, en este documento, se recomendó optimizar el uso de los recursos asignados para lograr una ejecución mayor al 90% según los lineamientos establecidos, siendo los permisos con goce de salario otorgados por el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, una opción para mejorar la ejecución presupuestaria, dando cumplimiento no solo a la recomendación de la Dirección de Gestión Humana sino también a las labores legales asignadas al puesto de asesor legal de la Dirección de la JUNAFO.

Al respecto, la Dirección de la JUNAFO solicitó a la Dirección de Gestión Humana en coordinación con el Macroproceso Financiero Contable la certificación de contenido presupuestario, con el fin de valorar la posibilidad de conceder un permiso con goce de salario y sustitución de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a una plaza de Asesor legal 1, para la consolidación del proyecto. 

En atención a la solicitud realizada por la oficina, y con fundamento en la estimación del costo remitida por la Dirección de Gestión Humana, se adjunta certificación de contenido presupuestario:

MBA. MIGUEL OVARES CHAVARRIA
JEFE a.í., DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE
DEL PODER JUDICIAL
CERTIFICA

En la Partida 0 “Remuneraciones” y 6 Transferencias Corrientes, del presupuesto del año 2022, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 10103, para 1 puesto para “Atención de Procesos jurisdiccionales que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial”, por un monto total estimado de ¢15.216.341,65 (Quince millones doscientos dieciséis mil trescientos cuarenta y un colones con 65/100) distribuidos en los siguientes programas, subpartidas y fuente de financiamiento:

[image: Tabla

Descripción generada automáticamente]
Lo anterior, se traslada para su estimable valoración, se evalúe un proyecto para la atención oportuna de procesos jurisdiccionales de la JUNAFO a partir del 16 de agosto de 2022 (o a la mayor brevedad posible) y hasta el 25 de diciembre de 2022, si a bien lo estiman, la Dirección de la JUNAFO continúe con el trámite respectivo del proyecto.

(…)

[bookmark: _Hlk112844283]En sesión N.° 31-2022 celebrada el 16 de agosto de 2022, artículo VI, las personas integrantes de la JUNAFO, tras analizar la propuesta realizada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobaron conceder un permiso con goce de salario y sustitución de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a una plaza (N.° 382277) de Asesor jurídico 1, a partir del 1 de setiembre de 2022 y hasta el 25 de diciembre de 2022, para la atención oportuna de procesos jurisdiccionales y asuntos extraordinarios de la JUNAFO.

Posteriormente, el tema fue puesto en conocimiento del Consejo Superior, mediante oficio N.° 0267-DJA-2022 del 22 de agosto de 2022, quien en sesión N.° 74-2022 celebrada el 30 de agosto 2022, artículo XLIII, acordó: 

“Acoger la gestión presentada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO),  en oficio N°0267-DJA-2022 del 22 de agosto de 2022, en consecuencia, autorizar el permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N.°382277 de Asesor legal 1, la cual se estaría nombrando al servidor Diego Mora Araya, para coadyuvar en el trabajo ordinario que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, a partir del 1 de setiembre de 2022 y hasta el 25 de diciembre de 2022, bajo el presupuesto de Especialistas en Contenidos del Programa 951 Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, extendido bajo la certificación N°0239-0128-PTO-2022.”

[bookmark: _Toc112333692]Posteriormente, la JUNAFO en sesión N.° 34-2022 celebrada el 06 de setiembre de 2022, artículo XI, acordó:

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 74-2022 celebrada el 30 de agosto 2022, artículo XLIII, donde se autoriza el permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N.° 382277 de Asesor legal 1, la cual se estaría nombrando al servidor Diego Mora Araya, a partir del 1 de setiembre de 2022 y hasta el 25 de diciembre de 2022, y remitir a la Dirección de la JUNAFO, para lo que corresponda.”

licenciado Diego Mora Araya, efectivamente se incorporó a la JUNAFO el día 01 de setiembre de 2022, fecha a partir de la cual comenzó a ejercer las funciones propias de su cargo, por lo anterior, se expone un desglose del trabajo realizado por el licenciado Mora Araya, el cual coordinó lo pertinente con el licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor interino de la JUNAFO, conforme al siguiente detalle:

1. La primera semana se dedicó a estudiar normativa, en lo que se asignaba equipo y se daban los permisos.
2. Realizó criterio sobre procedencia de recálculo de jubilación del licenciado Armando Fuentes Quesada, Jubilado Judicial, el cual fue comunicado a la JUNAFO mediante oficio N.° 0030-AJ-DJA-2022.
3. Análisis del recurso de reconsideración presentado por la señora Ethel Mora Villalobos, referente a la denegatoria del otorgamiento de la pensión en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Diego Manuel Brenes Zúñiga. Se comunica a la JUNAFO mediante oficio N.° 0027-AJ-DJA-2022.
4. Análisis del recurso de reconsideración presentado por el señor Víctor Manuel López Ortiz, referente a la denegatoria del otorgamiento de la pensión en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Sadia Robles Sibaja. Se comunicó mediante oficio N.° 0025-AJ-DJA-2022.
5. Análisis del recurso de reconsideración presentado por el Lic. Edwin Alonso Mora Campos, apoderado especial administrativo de la señora Rosa María Rojas Badilla, pensionada judicial, referente a la denegatoria de acrecimiento de su pensión. Comunicado a la JUNAFO mediante oficio N.° 0031-AJ-DJA-2022.
6. Criterio sobre alternativas legales para brindar en forma anticipada una ayuda económica a las familias que solicitan el beneficio de pensión por sobrevivencia, previo a culminar el estudio correspondiente para determinar si cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Remitido a la JUNAFO con el oficio N.° 0029-AJ-DJA-2022.
7. Criterio sobre la solicitud de nulidad absoluta del acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N.° 33-2020 celebrada el 12 de octubre de 2020, artículo XVII, incoada por la pensionada judicial Ana Yanci Espinoza Alvarado. Criterio rendido bajo el oficio N.° 0037-AJ-DJA-2022.
8. Criterio jurídico sobre la nueva solicitud de pensión en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Carmelina Taylor T., presentada por el señor José Francisco Castillo Serrano. Rendido con el oficio N.° 0032-AJ-DJA-2022.
9. Análisis del recurso de reconsideración presentado por la señora Lenis Damaris Salazar Montero, referente al porcentaje de pensión asignado por la JUNAFO. Remitido a la JUNAFO con el oficio N.° 0035-AJ-DJA-2022.
10. Análisis del recurso de reconsideración presentado por la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, pensionada judicial, referente a la denegatoria de acrecimiento de su pensión. Rendido con el oficio N.° 0034-AJ-DJA-2022
11. Análisis del recurso de reconsideración presentado por la señora Elia Corina Marchena Fennell, referente al porcentaje de pensión asignado por la JUNAFO. Comunicado a la JUNAFO con el oficio N° 0033-AJ-DJA-2022.
12. Criterio sobre las funciones que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y las potestades para emitir reglamentos. Rendido con el oficio N.° 0041-AJ-DJA-2022.
13. Criterio jurídico sobre la solicitud del jubilado Miguel Ángel García Martínez, relacionado con la posibilidad de que se le devuelvan las cotizaciones que realizó al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y cuál sería el monto que le correspondería. Remitido a la JUNAFO con el oficio N.° 0040-AJ-DJA-2022.
14. Propuesta de reglamento para regular la actuación de las personas integrantes suplentes de la JUNAFO.
15. Reglamento de actuación de las personas integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se comunicó a la JUNAFO con el oficio N.° 0410-DJA-2022.
16. Criterio jurídico sobre la prescripción que pueden tener los casos de las personas jubiladas judiciales pendientes de determinar la correcta aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones y las responsabilidades que podría tener Junta Administradora. Se comunicó con el oficio N.° 0043-AJ-DJA-2022.
17. Criterio jurídico respecto del tipo de relación laboral que mantiene el nuevo personal contratado por la JUNAFO con el Poder Judicial. Tramitado con el oficio N.° 0048-AJ-DJA-2022.
18. Oficio de respuesta a la gestionante Luisa On Centeno, sobre aplicar el protocolo en cuanto al salario mínimo inembargable al beneficio de pensión o jubilación. Se tramitó con el Oficio N.° 0045-AJ-DJA-2022.
19. Criterio jurídico sobre la validez de los acuerdos tomados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al sesionar sin existir quórum estructural. Actualmente está en revisión por parte del Director de la Dirección de la JUNAFO.
20. Criterio sobre la solicitud del Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, presentada por el licenciado Vladimir Martín Muñoz Hernández.  Actualmente está en revisión por parte del Asesor Jurídico Eduardo Chacón Monge.
21. Criterio sobre revisión integral del acuerdo tomado en sesión N.° 30-2021, celebrada el 19 de julio de 2021, artículo IV, en relación con cobro administrativo al Dr. Rodolfo Mora Corrales, Jubilado Judicial. Actualmente está en revisión por parte del Asesor Jurídico Eduardo Chacón Monge.

Es importante recalcar que los anteriores estudios fueron realizados en coordinación con el licenciado Chacón Monge, quien orientó al licenciado Mora Araya en la elaboración de los mismos, aunado a esto, de previo a la remisión de los documentos a la JUNAFO, fueron revisados por el licenciado Chacón Monge. Es menester tomar en consideración que la colaboración realizada por parte del licenciado Mora Araya, ha sido trascendental en la asesoría jurídica que se brinda a la JUNAFO, debido a que esto, permitió que el licenciado Chacón Monge se dedicara de lleno a los procesos jurisdiccionales que están activos y que la JUNAFO forma parte, ya sea en vía Contenciosa Administrativa, Laboral o Constitucional, además, en la revisión de la documentación remitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero  y por la Superintendencia de Pensiones.

Por su parte, actualmente están activos los siguientes procesos jurisdiccionales, los que se deben continuar tramitando y preparar lo pertinente para cada etapa procesal:

	Número de Expediente
	Partes del proceso
	Estado actual

	Expediente 22-001333-0641-LA / Juzgado Laboral de Cartago.
	ACTOR: GREIVIN ALBERTO PIZARRO GUIDO
DEMANDADA: COOPERATIVA DE SERVICIOS MÚLTIPLES PARA LA PROMOCIÓN DEL DESARROLLO EMPRESARIAL R-L Y JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL.
	En espera de convocatoria de audiencia oral.

	Expediente 22-004521-1027-CA – 5 / tribunal Contencioso Administrativo
	ACTOR: Daniel González Saborío
DEMANDADA: El Estado / Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	En espera de la convocatoria para audiencia preliminar.

	Expediente 22-001314-1027-CA
/ Tribunal Contencioso Administrativo
	ACTOR: Asociación Nacional de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial.
DEMANDADA: El estado / Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	En espera de la emisión de la resolución del proceso. Se declaró de puro derecho en la audiencia preliminar.

	Expediente 21-000167-1113-LA / Tribunal Contencioso Administrativo 

	ACTOR: Eddie Alvarado Vargas.

DEMANDADA: El Estado / Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	En espera de convocatoria para audiencia oral.

	Expediente 18-010440-1027-CA
 / Tribunal Contencioso Administrativo
	ACTORA: Annia Enríquez Chavarría.
 DEMANDADA: El Estado / Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	Se tiene audiencia preliminar el día 15 de febrero de 2023.

	Expediente 22-3320-1027-CA / Tribunal Contencioso Administrativo

	ACTOR: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
CONTRA: Olman Ugalde González
	En espera de audiencia preliminar.



Los procesos detallados anteriormente, están activos y se han tenido que presentar escritos, conforme a los requerimientos presentados por cada despacho jurisdiccional, los cuales se elaboraron por el licenciado Eduardo Chacón Monge y remitidos al doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, o al MPM. Oslean Mora Valdez, director de la Dirección de la JUNAFO, según corresponda, documentación que está incorporada en cada expediente judicial.

Por otra parte, se han dado respuesta a los siguientes recursos de amparo presentados en contra de la JUNAFO, conforme al siguiente detalle:

	Número de Expediente
	Partes del proceso
	Estado actual

	Expediente: 22-016074-0007-CO
	Recurso de amparo interpuesto por CELIA JÁCAMO ROJAS, cédula de identidad No. (…), contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL (CCSS) y la JUNTA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL
	Se declaró sin lugar el recurso de amparo. 

	Expediente: 22-021002-0007-CO
	Recurso de amparo que se tramita en expediente n.° 22-021002-0007-CO, interpuesto por MARÍA CECILIA MARTINA RUÍZ BARRANTES, cédula de identidad (…), contra el MINISTERIO DE HACIENDA, CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL (CCSS), JUNAFO.
	Se declaró sin lugar el recurso de amparo. 

	Expediente 22-025241-0007-CO
	Recurso de amparo que se tramita en expediente No. 22-025241-0007-CO, interpuesto por LUIS MIGUEL ÁNGEL GARCÍA MARTÍNEZ, cédula de identidad (…), contra el JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL.
	Se declaró con lugar, sin especial condenatoria en costas, daños y perjuicios. Debido a que ya se había cumplido lo peticionado por el señor gestionante.

	Expediente 22-016355-0007-CO

	Recurso de amparo que se tramita en expediente No. 22-016355-0007-CO, interpuesto por Miguel Antonio Brais Quirós, contra el JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL.
	Se está a la espera de la comunicación de la resolución final-



Cada uno de estos procesos, se respondieron en tiempo, resaltando que, no se condenó a la JUNAFO en ninguno de ellos.

Se desprende del presente informe que, aun contando con la colaboración de un nuevo asesor jurídico, permanece un activo de trabajo importante, relativo a los procesos detallados anteriormente, aunado a que por cada sesión de la JUNAFO, se solicitan criterios técnicos al área legal, que terminan siendo insumos importantes en la toma de decisiones del Órgano Máximo de Dirección, además, está la tendencia de un aumento de solicitudes de opiniones jurídicas, criterios, procesos jurisdiccionales, amparos, etc, lo que evidencia la necesidad de valorar la posible prórroga del permiso otorgado al licenciado Mora Araya, para lo que pueda continuar colaborando en el año 2023 con las funciones tan significativas que ha realizado. 

Bajo este panorama, se plantea el presente informe ante la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que tengan por rendido las funciones realizadas por la persona que ostenta el permiso otorgado en la sesión N.° 31-2022 celebrada el 16 de agosto de 2022, artículo VI, y se valore la viabilidad de prorrogarlo, considerando las necesidades reales con las que se cuenta actualmente en el área legal, la Dirección y la propia Junta Administradora.

En virtud de lo anterior, se traslada el presente asunto para valoración de las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo que a bien estimen disponer.

…”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0432-DJA-2022 del 13 de diciembre de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, sobre las labores realizadas por el licenciado Diego Mora Araya, como Asesor jurídico 1, durante el periodo del 1 de setiembre de 2022 a la fecha. 2.) Prorrogar el permiso con goce de salario y sustitución de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a la plaza N° 382277 de Asesor jurídico 1, a partir del 9 de enero de 2023 hasta el 30 de junio de 2023, para que continúe sus labores en la atención oportuna de procesos jurisdiccionales y asuntos extraordinarios de la JUNAFO, en el entendido que deberá presentar un informe de labores al finalizar los primeros 3 meses. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XVII
Documento N° 1160-2022
Manifiesta el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que, es necesario buscar alguna interpretación jurídica, con el fin de que el doctor Juan Carlos Segura Solís, se mantenga como presidente de la JUNAFO, durante el siguiente periodo, debido a los juicios que están pendientes, y dada la representación que ejerce en los mismos.
Manifestaciones de los integrantes:
Indica el licenciado Arnoldo Hernández Solano que él está de acuerdo en lo que propone el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, y la motivación para justificarlo, es que el próximo año le toca presidir al conglomerado y el único que queda es él, que ya fue presidente durante el 2021, y las elecciones para enero no van a estar listas, además que apoya mucho en los trámites jurisdiccionales, aunque la Ley diga que un año uno y el próximo otro.
Por su parte, el licenciado Parris Quesada Madrigal dice que, es un tema difícil porque la Ley establece otra cosa, pero cree que hay cosas más fáciles por hacer, por ejemplo, que ya en enero se proponga, y si el conglomerado no quiere aceptar la propuesta se elige a la parte del patrono nuevamente.
El doctor Juan Carlos Segura Solís señala, que la mejor opción es que se elija de una vez.
Propone el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que, soliciten criterio jurídico a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, sobre el supuesto de que las personas de la JUNAFO acepten o no dicha propuesta, si la personas que se propone para que continúe en el puesto acepta o no, y conocerlo en la primera sesión de enero 2023.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, un criterio jurídico sobre la propuesta del máster Rodrigo Arroyo Guzmán, con el fin de que el doctor Juan Carlos Segura Solís, pueda permanecer como presidente de este cuerpo colegiado, durante el siguiente periodo. Lo anterior, con el fin de que sea conocido a más tardar en la sesión del 17 de enero de 2023.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc119679837]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 1161-2022
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sugiere que se cree una Comisión para reformar la Ley que regula a esta Junta Administradora, debido a que mucha de la situación que tienen actualmente se debe a la oscuridad que tiene dicha Ley.
Propone que se le solicite a la Administración, un borrador con los posibles cambios a la Ley actual, considerando las situaciones que se han visto afectadas por lagunas jurídicas existentes, en aras de presentárselo a la Corte Plena.
Comenta que al igual que con el Reglamento de Crédito, en el cual insistió para que se reformara y se logró hacer cambios positivos, considera necesario hacerlo también en la Ley de la Junta Administradora. 
Manifestaciones de los integrantes:
El doctor Juan Carlos Segura Solís manifiesta que, para reformar hasta un artículo de una Ley conlleva mucho tiempo, por lo que sugiere que los integrantes de esta Junta que se encuentran activos, soliciten un permiso con goce de salario por un periodo de dos meses a la Corte, para abocarse de pleno a esa reforma.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, sugiere se solicite el permiso de don Juan Carlos inicialmente y en la marcha, valorar si se solicita el de don Parris.
El doctor Segura Solís, expresa que él se puede reunir con los abogados de la JUNAFO para trabajar en la reforma. 
El máster Arroyo Guzmán, propone solicitar a la Corte Plena un permiso con goce de salario para don Juan Carlos, para los meses de febrero y marzo, con la finalidad de que se incorpore al equipo de trabajo que va a redactar la reforma de la Ley de esta Junta, y que posteriormente se reincorporen los demás integrantes de este Órgano.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Solicitar a la Corte Plena del Poder Judicial, permiso con goce de salario para que el doctor Juan Carlos Segura Solís, durante los meses de febrero y marzo, se incorpore al equipo de trabajo que va a llevar a cabo la redacción de una reforma a la Ley que regula a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XIX
Documento N° 1162-2022
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, externa su agradecimiento en nombre de esta Junta Administradora, al equipo de trabajo de toda la JUNAFO, por todo un año de labores, por haber sido un año exitoso, un año de mucho cuidado, por el reintegro después de la pandemia, valora y agradece el trabajo brindado.
Así mismo, incita para que esa dedicación y esfuerzo que tienen se mantenga el próximo año.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que sea externado al equipo de trabajo de la JUNAFO, el mensaje de agradecimiento por parte de este órgano colegiado.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las once horas veinte minutos terminó la sesión.




Doctor Juan Carlos Segura Solís           Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora          Secretario Junta Administradora
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Oficio N° 0410-DJA-2022 


 


San José, 23 de noviembre de 2022 


 


Doctor 


Juan Carlos Segura Solís 


Presidente 


Junta Administradora del FJPPJ 


S.          D. 


 


Asunto: Propuesta de reglamento para 


regular de la actuación de las personas 


integrantes suplentes de la JUNAFO. 


  


Estimado señor: 


En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N.° 12-2022 celebrada el 14 de marzo de 2022, artículo 


VIII, en donde solicitó a esta Dirección de la JUNAFO, para que, en conjunto con la Asesoría 


Jurídica, remitieran un borrador de reglamento en donde se regule la actuación de los miembros 


suplentes de la Junta, se procede a detallar lo siguiente: 


I.- Antecedentes de interés: 


En la sesión N.° 12-2022 celebrada el 14 de marzo de 2022, artículo VIII, se conoció el 


oficio N° SP-244-2022 del 09 de marzo de 2022, suscrito por el máster Mauricio Soto Rodríguez, 


Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, el cual 


indicó lo siguiente: 


“Mediante oficio del 03 de febrero de 2022, se consulta a esta Superintendencia 


sobre la condición interina de la actual Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dado que los suplentes no pueden 


designarse como titulares en propiedad administrando la Junta. 


Sobre el particular, el artículo 240 de la Ley 9544 señala lo siguiente: 


(…) 


Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales 


podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de 
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dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales 


del Poder Judicial. (El subrayado no es del original) 


Por otra parte, el artículo 20 contenido en el Reglamento de Gobierno 


Corporativo establece en lo que aquí interesa: 


El Órgano de Dirección debe emitir y actualizar de forma periódica las normas 


sobre su funcionamiento operativo, apoyándose en leyes, reglamentos, estatutos u otra 


normativa relacionada con su organización, derechos, responsabilidades y actividades 


sustantivas. 


Conforme lo anterior, corresponde a la Corte Plena y a la Junta 


Administradora del Fondo, emitir la reglamentación necesaria que regule la actuación 


de los miembros suplentes en aquellas situaciones en que deban suplantar a alguno de 


los titulares, sea de forma transitoria o por el plazo que falte para completar el periodo 


de nombramiento del titular. 


Siendo la Junafo el máximo órgano de dirección del Fondo, es de primordial 


interés de la Supen las gestiones ágiles y oportunas que se ejecuten para que la 


conformación definitiva se realice lo más pronto y que, además, se procuren 


mecanismos para una mayor estabilidad y permanencia de los miembros titulares en 


sus puestos.” 


En ese momento, se comisionó a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en conjunto con el Asesor 


Jurídico, remitan a este Órgano, una propuesta de reglamento que regule la actuación de los 


miembros suplentes, a efectos de dar respuesta a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 


II.-Alcances normativos y jurisprudenciales referente a la suplencia de las personas 


integrantes de la JUNAFO. 


Para la elaboración del reglamento solicitado por la JUNAFO, es imperativo analizar los 


alcances de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto a las personas integrantes suplentes del 


Órgano Máximo de Dirección, en ese sentido, debemos remitirnos al artículo 240 del citado 


cuerpo normativo, el cual literalmente indica: 


Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros 


que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres 


miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. 
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Cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, 


quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular. 


Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales 


podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de 


dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales 


del Poder Judicial. 


En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de 


presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, 


debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la 


Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona 


que preside tendrá voto calificado en caso de empate. 


Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta, pero 


sí contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro 


de la Junta se deberá cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser 


documentados y demostrados ante la Superintendencia de Pensiones (Supén): 


a) Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un 


fondo de pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así 


corresponda. 


b) Ser de reconocida y probada honorabilidad. 


c) Contar con conocimientos y al menos cinco años de experiencia en 


actividades profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo 


de pensiones, de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, 


competencias y conocimientos que les permitan realizar el análisis de los riesgos que 


afectan a la Junta y al Fondo. 


No podrán ser miembros de la Junta: 


1) Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia 


judicial penal condenatoria por la comisión de un delito doloso. 


2) Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para 


ejercer un cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las 


entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras 


(Sugef), la Superintendencia General de Seguros (Sugese), la Superintendencia de 


Valores (Sugeval) y la Superintendencia de Pensiones (Supén). 
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La Integración del órgano deberá garantizar la representación paritaria de 


ambos sexos, asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea 


superior a uno. (El subrayado en negrita se adiciona). 


El artículo anteriormente transcrito únicamente menciona que cada integrante titular 


tendrá un suplente para que lo sustituya en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos 


requisitos de la persona titular, esto es importante recalcarlo por los siguientes puntos: 


 Por parte de la Corte Plena se debe nombrar a tres personas integrantes 


suplentes. 


 Por parte del colectivo judicial se debe nombrar a las otras tres personas 


integrantes. 


 Es obligatorio cumplir con los mismos requisitos que las personas 


integrantes titulares, es decir, lo que busca el artículo es que tengan el mismo perfil 


competencial para la toma de decisiones. 


 Las personas integrantes suplentes entrarán a sustituir durante la ausencia 


del integrante titular, entiéndase por periodos cortos e inclusive, en caso de la ausencia 


permanente de uno de estos, hasta tanto se realice y se dé por finalizado el proceso de 


selección de la nueva persona integrante titular. 


Como se observa de los puntos anteriores, la Ley Orgánica del Poder Judicial es muy 


escaza en cuanto a la regulación de las actuaciones de las personas integrantes suplentes de la 


JUNAFO, lo mismo sucede con la Ley General de Administración Pública (en adelante LGAP), 


la cual regula la actuación de órganos colegiados en ausencia de norma especial para éstos.  


Por su parte, el Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su artículo 5, es igualmente lacónico en su aporte 


al tema, según se indica: 


“La Junta Administradora estará integrada por seis miembros titulares, 


además habrá seis miembros suplentes, quienes serán nombrados por períodos de cinco 


años, pudiendo ser reelectos. Los suplentes deberán cumplir los mismos requisitos que 


la ley establece para los integrantes titulares. Se requiere un suplente para cada 


integrante titular, para que le sustituya en sus ausencias.” 


Ante la poca regulación existente en torno al tema, es necesario ahondar en la 


jurisprudencia y la doctrina para entender la figura de la suplencia, conocer los alcances de las 


atribuciones de las personas suplentes, así como sus limitaciones, de esa forma tenemos que el 
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Tribunal Contencioso Administrativo, en resolución N.º 00021 – 2014 dictada el 26 de marzo del 


2014, referente al tema de la suplencia refirió: 


“(…) la suplencia es un fenómeno que ocurre en las organizaciones, y que 


coloca a una persona en el lugar del titular de un órgano, cuando su titular no puede 


ejercerla por vacaciones, renuncia, permiso, entre otras causas temporales o 


definitivas que pueden presentarse y que tiene su fundamento en el hecho de que el 


órgano o el ente debe continuar funcionado con normalidad. Es "una técnica al servicio 


de la continuidad en el funcionamiento de las Administraciones Públicas en los 


supuestos en los que tal continuidad es imposible" (Enciclopedia Jurídica Básica, 


Volumen IV, Editorial Civitas, Madrid, 1995, p. 6417), y está dirigida a resolver un 


problema transitorio de imposibilidad de actuar del titular, pero para poder hacer uso 


de las atribuciones del órgano y resultar competente respecto de la totalidad de éstas 


potestades, necesariamente el suplente debe contar con todos los poderes y deberes de 


los que goza el titular suplido, para lo cual requiere un acto de designación. (El 


subrayado en negrita se adiciona). 


En suma, ante la ausencia temporal del titular de un conjunto de atribuciones, 


y por lo tanto del sujeto competente para ejercerlas, la Ley General de la 


Administración Pública, establece la suplencia, como uno de los mecanismos de 


transferencia de competencias, que permiten la continuidad del funcionamiento del 


ente u órgano”. (El subrayado es propio). 


En el mismo orden de ideas, sobre la participación de las personas suplentes en las 


sesiones, la Procuraduría General de la República en el dictamen N.° C-006-89 del 5 de enero de 


1989 (reiterado en los dictámenes números C-204-98 del 2 de octubre de 1998 y C-016-2000 del 


28 de enero de 2000), ante la consulta de si podían los miembros suplentes asistir a las sesiones 


conjuntamente con los miembros titulares, manifestó lo siguiente:    


“Visto el artículo transcrito, no puede quedar duda de que el suplente podrá 


asistir como miembro de la Junta, únicamente cuando el titular esté ausente. En el 


mismo sentido la doctrina administrativa ha resuelto que en tal caso se opera una 


sustitución del titular, cuyo presupuesto son siempre circunstancias excepcionales 


previstas normativamente. (Véase Jesús González Pérez. Comentarios a la Ley de 


Procedimientos Administrativos, Madrid, Editorial Civitas S.A. 1977, pág. 125). Tales 


circunstancias podrían ser, el encontrarse vacante temporalmente un órgano, el estar 


ausente el titular o impedimento del titular (Véase García Trevijano Fos. Tratado de 


Derecho Administrativo, Tomo II, Volumen I, 2a. Edición, Madrid, Editorial Revista de 
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Derecho Privado, 1971, páginas 398-399). A la misma solución se arriba, si nos 


remitimos a la Ley General de la Administración Pública, cuyos numerales 70 y 95, 


disponen por su orden que la competencia debe ser ejercida por el titular del Órgano-


Colegiado en nuestro caso- y que las ausencias temporales o definitivas del servidor 


podrán ser suplidas por el suplente nombrado. (El subrayado en negrita se adiciona). 


Al disponerlo así dicha normativa de aplicación general para la Administración 


Pública, concuerda con la doctrina administrativa que considera que en tales casos se 


deroga de modo extraordinario el principio que atribuye al titular del Órgano de poder 


de realizar las funciones que le corresponden. El fundamento de tal excepción vendría 


dado por la necesidad de asegurar el desenvolvimiento de la función administrativa en 


forma continua. (Véase Manuel María Diez. Derecho Administrativo, Tomo II, Buenos 


Aires, Bibliografía Omeba Editores, 1965, páginas 44-45). (…) 


Con lo que viene expuesto, ya se ve que la esencia de la suplencia, es decir, lo 


que la justifica, es un hecho objetivo; la ausencia del titular. En tal caso dichos 


suplentes no podrían conformar el Órgano, pues ello no se justificaría, según vimos 


supra. (El subrayado en negrita se adiciona). 


De conformidad con los razonamientos hechos, arribamos a la siguiente 


conclusión, respecto a los puntos consultados: 


1- Los miembros suplentes de la Junta Administrativa de la Dirección Nacional 


de Comunicaciones, pueden asistir a las sesiones de dicha Junta, únicamente en 


ausencia de los titulares.”  


En esa misma dirección, en el dictamen N.° C-204-98 del 2 de octubre de 1998, la 


Procuraduría General de la República señaló: 


“No obstante, tales atribuciones o poderes del suplente sólo pueden ser 


ejercidos en ausencia del titular, por tratarse la suya de una competencia alternativa: 


"Varios órganos pueden tener una misma competencia alternativa y 


sucesivamente. Es el caso de los suplentes de un funcionario, que tienen igual 


competencia que el principal, llamado titular, pero que sólo pueden ejercerla en 


ausencia temporal o definitiva de éste." (Ortiz Ortiz, Eduardo. "Derecho 


Administrativo". Tomo II. Tesis 11. San José, Universidad de Costa Rica, 1976, p. 10). 


"La suplencia supone un cargo vacante y por consecuencia un órgano inactivo 


por la falta de titular (...) La suplencia se realiza por la prescindencia de la voluntad 
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del suplente y del suplido y por un simple hecho objetivo: la ausencia." (Díez, Manuel 


María. "Derecho Administrativo". Tomo II. Op. cit., p. 44). 


La Procuraduría General de la República se pronunció en idéntica forma en el 


Dictamen No. C-006-89 de 5 de enero de 1989 al expresar que la esencia de la 


suplencia, lo que la justifica, es el hecho objetivo de la ausencia del titular.”  


Sobre la figura de la suplencia, doctrinariamente se ha dicho:  


“En cuanto a la naturaleza jurídica de la suplencia, la doctrina nacional indica que es 


‘un fenómeno (de organización) en virtud del cual se coloca a una persona en lugar del titular 


de un órgano, por vacancia (muerte, dimisión, incapacidad definitiva, remoción) o ausencia de 


éste (vacaciones, licencias, incapacidad temporal, suspensión), en forma extraordinaria y 


temporal, mientras no es puesto en posesión del cargo el nuevo titular (...)’. (ORTÍZ ORTÍZ, 


Eduardo.” Tesis de Derecho Administrativo", Tomo II, Primera Edición, San José, C.R., 


Editorial Stradtmann, 2000, p. 65). 


“Como es obvio, la suplencia se origina en una situación anormal, como lo es la 


ausencia del titular (Véase al respecto DIEZ, Manuel María.” Derecho Administrativo, Tomo 


I, Editorial Bibliográfica Argentina, 1963, pág. 44),  


“(…) una técnica al servicio de la continuidad en el funcionamiento de las 


Administraciones Públicas en los supuestos en los que tal continuidad es imposible.” 


(Enciclopedia Jurídica Básica, Volumen IV, Voz Suplencia, Editorial Civitas, Madrid, 1995, 


pág. 6417). 


Técnica en la que un no titular queda investido de la totalidad de la competencia del 


titular ordinario; lo cual implica que el ejercicio de las competencias del suplente están de por sí 


limitadas, pues no deben prolongarse más allá del reingreso del titular o bien del ingreso del 


nuevo. 


En sí, podemos afirmar que la suplencia es la sustitución temporal y personal del titular 


de un órgano por otra persona, cuando el primero se vea imposibilitado, por algún motivo, 


para el ejercicio de su competencia; lo cual supone, la existencia de un solo órgano 


administrativo y de dos o más personas que asumen sucesivamente su titularidad, y que, 


en su momento, cada uno ejercita su competencia. (Véase al respecto, entre otros, el dictamen 


C-204-98 de 2 de octubre de 1998 y la O.J.-115-99 de 5 de octubre de 1999). (Dictamen N° C-


284-2002 de 23 de octubre del 2002). (La negrita no es del original). (En igual sentido, 


dictámenes números C-166-2004 del 31 de mayo del 2004 y C-065-2006 del 17 de febrero del 


2006). 
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Así las cosas, la figura de la suplencia requiere necesariamente de la ausencia del titular. 


Suplir es sustituir, estar en lugar de otra persona, y precisamente con esa finalidad es que se 


nombra a los miembros suplentes de un órgano colegiado. Si la persona propietaria se ausenta, 


la suplente adquiere todos los derechos y obligaciones de ésta. 


Bajo esta tesis, es importante tener en cuenta que los alcances de un suplente son los 


mismos de una persona titular, tiene tanto voz como voto. Sin embargo, no debe perderse de 


vista que, aunque quien supla, lo haga en razón incluso de una renuncia del titular y por un 


periodo prolongado, su condición de miembro suplente no varía, pues no se le puede tener como 


titular, en tanto no haya sido legalmente elegido por Corte Plena o por el colectivo judicial, según 


corresponda.    


III.- CONCLUSIONES: 


1.- El artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial regula temas relativos a la 


organización administrativa del Poder Judicial, en torno a la conformación y designación de los 


miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


su duración en los cargos, la designación de la persona que ha de presidirla y los requisitos para 


ser miembro de esa Junta, así como lo relativo a las personas suplentes, entre otros. 


2.- Las personas suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, solo pueden integrarse a las sesiones cuando la persona titular 


llamada a sustituir, por cualquier razón, no pueda estar presente en la sesión, es decir, solo 


procede su colaboración en ausencia del titular. 


3.- En atención del principio de legalidad (contenido en los numerales 11 de la 


Constitución Política y de la LGAP), no podría permitirse la presencia de personas integrantes 


suplentes cuando también se encuentra presente el miembro propietario, toda vez que la 


normativa vigente no contempla esa posibilidad.  


4.- Mientras ejerza dicha suplencia, la persona suplente queda facultada con exactas 


capacidades y atribuciones a las que gozaba quien ostenta la titularidad y, por ende, asume el 


mismo grado de responsabilidad.  


5.- Cuando el miembro suplente no sustituya al titular, ostenta la condición de particular 


o de un tercero ajeno al órgano colegiado. En esa condición, existe la posibilidad de que dicho 


órgano pueda disponer, acordándolo así por unanimidad de sus miembros presentes, que tenga 


acceso a la respectiva sesión el público en general o bien ciertas personas –las cuales pueden ser 


los suplentes-, concediéndoles o no el derecho de participar en las deliberaciones con voz, pero 


sin voto. El disponer la presencia de terceras personas en la respectiva sesión, con o sin derecho 
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a voz, resulta una decisión exclusiva del órgano colegiado, amparada en el principio de auto 


organización. 


6.- Es importante que los anteriores puntos queden plasmados en un reglamento que se 


pueda utilizar como documento base para futuras actuaciones del Máximo Órgano de Dirección. 


Con base en lo anterior, se remite el reglamento de actuación de las personas integrantes 


suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


solicitada por la Junta Administradora, en sesión N.° 12-2022 celebrada el 14 de marzo de 2022, 


artículo VIII, para lo que a bien estimen disponer. 
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DISPOSICIONES QUE DEBERÁN CUMPLIR LAS ENTIDADES REGULADAS PARA ACREDITAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES EXIGIDAS POR EL ARTÍCULO 62 DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL TRABAJADOR PARA 

INVERTIR EN VALORES DE EMISIONES EXTRANJERAS POR SOBRE EL NIVEL DE 25%





La Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas y XXX minutos del día XXX de XXX de 2022.



CONSIDERANDO:



1. El artículo 33 de la Ley No. 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, en lo conducente, establece que la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) regulará, supervisará y fiscalizará los fondos y regímenes contemplados en esta ley. 



Adicionalmente, los incisos f) y r) del artículo 38 de la citada ley establecen, como atribuciones del Superintendente de Pensiones, adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de supervisión y fiscalización que le corresponden, según sus competencias, así como dictar normas específicas sobre el contenido, la forma y la periodicidad con que las entidades supervisadas deben proporcionar a la Superintendencia la información que considere de importancia, con el fin de que exista información suficiente y confiable sobre su situación.



2. El artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador señala que la Superintendencia de Pensiones podrá autorizar la inversión hasta de un veinticinco por ciento (25%) del activo del fondo en valores de emisiones extranjeras que se negocien en mercados de valores organizados en el territorio nacional o el extranjero.



3. La norma antes citada indica, además, que, si el rendimiento real de las inversiones del régimen de pensiones complementarias en valores nacionales es igual o menor que los rendimientos internacionales, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), podrá autorizar, de acuerdo con las disposiciones reglamentarias que emitirá al efecto, la ampliación del límite hasta el cincuenta por ciento.



4. La ampliación reglamentaria del límite de inversión en instrumentos de emisores extranjeros hasta un 50%, antes señalada, tiene como condición sine qua non, que el rendimiento real de las inversiones del régimen de pensiones complementarias en valores nacionales sea igual o menor que los rendimientos internacionales. El artículo 67, inciso b, del Reglamento de gestión de activos delegó en las propias entidades reguladas la determinación de esta condición. Lo anterior, con base en el cumplimiento de las disposiciones previstas en el "Título II. Gobierno de las Inversiones" de dicho reglamento.



5. El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante el artículo…, Sesión No…del…de… de 2022, dispuso la modificación, entre otros, del inciso b) del artículo 67 del Reglamento de gestión de activos señalando, en lo que interesa, que las inversiones en valores extranjeros podrán sobrepasar el límite del 25%, hasta el 50%, siempre que las entidades reguladas demuestren, mediante estudios técnicos, que las inversiones por realizar cumplen con las condiciones previstas en el artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador, de acuerdo con las disposiciones que para tal efecto dicte el superintendente mediante acuerdo. 



Dicho acuerdo debe establecer los lineamientos que deben cumplir las entidades cuando realicen los estudios técnicos para realizar el ejercicio comparativo de rendimientos que demanda el artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador.



6. Para una adecuada demostración del proceso mencionado anteriormente y para los efectos de la supervisión que llegue a realizar la Superintendencia de Pensiones, los estudios técnicos que deben realizar las entidades reguladas deben cumplir con una serie de disposiciones, de manera que, además de que se encuentren alineados con el apetito al riesgo declarado, la asignación estratégica de los activos y los objetivos de rentabilidad a largo plazo de los correspondientes fondos, respondan a metodologías estables a lo largo del tiempo, debidamente aprobadas por los Órganos de Dirección, y que además cumplan con una serie de requisitos mínimos que contribuyan a su desarrollo y análisis.





POR TANTO:



Dispone emitir las siguientes “DISPOSICIONES QUE DEBERÁN CUMPLIR LAS ENTIDADES REGULADAS PARA ACREDITAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES EXIGIDAS POR EL ARTÍCULO 62 DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL TRABAJADOR PARA INVERTIR EN VALORES DE EMISIONES EXTRANJERAS POR SOBRE EL NIVEL DE 25%”:



Artículo 1. Demostración.



Las entidades reguladas que mantengan inversiones en valores de emisiones extranjeras que se negocien en mercados de valores organizados en el territorio nacional o el extranjero por sobre el nivel de 25% del activo administrado de cada fondo, deberán demostrar, semestralmente, mediante estudios técnicos, que esa decisión cumple con lo establecido en el artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador.



Los estudios técnicos deberán cumplir al menos con los siguientes aspectos:



a. Que obedezcan a las disposiciones previstas en el “Título II. Gobierno de las Inversiones” del Reglamento de Gestión de Activos.

b. Que atiendan la declaración de apetito al riesgo, la asignación estratégica de los activos y los objetivos de rentabilidad a largo plazo.

c. Que sean evaluados en función de los cambios en la asignación de activos, considerando los valores de emisiones extranjeras en los que se decida invertir.

d. Que el análisis de los valores a considerar, nacionales o extranjeros, se base en opciones de inversión asequibles y que estén disponibles en los mercados.

e. Que sean generados a partir de la aplicación de una metodología estable a lo largo del tiempo, aprobada por el Órgano de Dirección de la entidad regulada.

f. Que los activos a considerar sean valorados a su valor razonable.

g. Que estén expresados en la moneda del fondo.

h. Que se base en rendimientos reales, ajustados por la inflación, de acuerdo con el Índice de Precios al Consumidor de Costa Rica, utilizando la expectativa de inflación según encuestas (publicada por el Banco Central de Costa Rica) para proyecciones y la inflación observada para datos históricos.

i. Que consideren costos de administración (brokerage fees), comisiones, impuestos y costos fiscales, haciendo que la comparación de rendimientos se realice en forma neta.

j. Que estén documentados y fundamentados, especificando las fuentes de información que les dan sustento.

k. Que los datos o insumos utilizados sean objetivamente determinados y verificables, de forma que, para efectos de supervisión, puedan ser replicados.



Las metodologías y los ejercicios realizados a partir de ellas deberán encontrarse disponibles para la supervisión que de ellos deba realizar la Superintendencia de Pensiones.



Artículo 2. Aprobación.



La decisión de mantener inversiones en valores de emisiones extranjeras que se negocien en mercados de valores organizados en el territorio nacional o el extranjero por sobre el nivel de 25% del activo administrado de cada fondo y su estudio técnico correspondiente, deberá ser aprobada por el Órgano de Dirección de la entidad regulada.

 

Artículo 3. Comunicación.



El Órgano de Dirección de la entidad regulada debe comunicar a la Superintendencia de Pensiones en un plazo no mayor a 5 días hábiles, la decisión en firme de mantener inversiones en valores de emisiones extranjeras que se negocien en mercados de valores organizados en el territorio nacional o el extranjero por sobre el nivel de 25% del activo administrado de cada fondo. La comunicación deberá incluir el fundamento técnico que demuestre el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 1 de este acuerdo.



Artículo 4. Tercerización.



El desarrollo técnico para atender la demostración indicada en el primer artículo de este acuerdo puede ser tercerizado, sin perjuicio de la responsabilidad final que siempre mantendrá el Órgano de Dirección de la entidad regulada.



La tercerización deberá ser aprobada por el Órgano de Dirección de la entidad regulada.



Si los estudios son contratados por la entidad regulada con alguna empresa de su mismo grupo financiero o pertenecientes a un grupo económico vinculado con la entidad, deberán ser aprobados por la Superintendencia de Pensiones, de conformidad con lo establecido en el inciso x) del artículo 38 de la Ley No. 7523.



Artículo 5. Desempeño.



A partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, las entidades reguladas deberán remitir a la Superintendencia de Pensiones un informe semestral acerca del desempeño de las inversiones en valores de emisiones extranjeras que se negocien en mercados de valores organizados en el territorio nacional o el extranjero.



Artículo 6. Aplicación.



Las anteriores disposiciones aplican para todas las nuevas inversiones en valores de emisiones extranjeras que se negocien en mercados de valores organizados en el territorio nacional o el extranjero por sobre el nivel de 25% del activo administrado de cada fondo desde la entrada en vigencia de este acuerdo.



Artículo 7. Vigencia.



Rige un mes posterior a su publicación.





Comuníquese.
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Rocío Aguilar M.

Superintendente de Pensiones







Teléfonos 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr





Teléfonos 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr
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Año

PIB a Precios 

de Mercado 

(1)

Tasa de 

Crecimiento

Tasa 

Promedio

Porcentaje 

a Aplicar a 

la Tasa 

Promedio

Tasa de 

crecimiento 

del gasto 

corriente

2018 35 242 044,50   2,39% 65,0% 1,55%

2019 36 094 025,10   2,42%

2020 34 631 889,30   -4,05%

2021 37 320 674,90   7,76%

2022 38 599 204,50   3,43%

(1) Datos tomados de la página del Banco Central de Costa Rica.
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ABSOLUTA RELATIVA

Aplicación Regla Fiscal 1,96% 2,56% 1,55%

Gasto Corriente 446 888 575 690    463 545 147 529      16 656 571 839     3,7%

Gasto de Capital 25 375 593 028      25 531 500 000        155 906 972           0,6%

TOTAL 472 264 168 718    489 076 647 529      16 812 478 811     3,6%

Nota:EnambosañosseexcluyelocorrespondientealaproporcióndelosrecursosdelPrograma951que

son financiados por la JUNAFO.

VARIABLE LEY 2022

PRESUPUESTO 

2023

VARIACIÓN 22-23 PROYECCIÓN 

2024
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Fuente

Programa Subpartida __ Detalle Monto
Financ.
951 00105 001 |Suplencias 4219 366,67
951 00301 001 |Retribucion por Afios Servidos 1364 501,91
951 00302 001 |Restric.al ejerc.liberal de la profesion 2742 588,33
951 00303 280 _ |Decimotercer mes 862 992,53
951 00304 001 _|salario Escolar 862 650,78
951 00399 001 _|Otros Incentivos Salariales 2029 494,83
951 00401 001 _|Contribucion Patronal a CCSS 957 925 54
951 00405 001 _|Contribucion Patronal a BPDC 51779.76
951 00502 001 |Contribucién Patronal al ROP 310 678,55
951 00503 001 |Contribucién Patronal al FCL 155 339,28
951 00504 001 |Contribucién Patronal al FIPP) 1487 114,67,
951 60103 001 _|contribucién del Estado al CCSS 25 889,88
951 60404 001 |contribucién del Estado al FIPPJ 146 018,92
TOTAL A CERTIFICAR 15 216 341,65
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REGLAMENTO DE ACTUACIÓN DE LAS PERSONAS INTEGRANTES SUPLENTES DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL.

Con la finalidad de regular las actuaciones de las personas integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en concordancia con el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dicta el siguiente “Reglamento de actuación de las personas integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

TÍTULO ÚNICO

FUNCIONAMIENTO DE LAS PERSONAS INTEGRANTES SUPLENTES DEL ÓRGANO

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1. Objetivo de la política: Regular la actuación de las personas suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de determinar los alcances de sus atribuciones, así como sus obligaciones, durante los periodos que se encuentren realizando suplencias como integrantes de la Junta Administradora.

Artículo 2. Integración. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 5 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Junta Administradora requiere contar con seis miembros suplentes, un suplente para cada integrante titular, para que le sustituya en sus ausencias.

Artículo 3. Período de nombramiento. En armonía con lo señalado por los artículos citados en el punto anterior, los integrantes suplentes serán nombrados por períodos de cinco años, con la posibilidad de reelección.

Artículo 4. Nombramiento: Corresponde a la Corte Plena nombrar tres integrantes titulares de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como a los tres integrantes suplentes. Por su parte, corresponderá al colectivo judicial, por medio del Tribunal Electoral Judicial, elegir en forma democrática a los tres integrantes titulares, así como a los tres integrantes suplentes, lo anterior con base en las estipulaciones del numeral 240 antes citado.

Artículo 5. Género y representación paritaria: Para integrar la Junta Administradora se deberá cumplir la representación paritaria de ambos sexos, por lo que se debe contemplar para el momento de definir los nombramientos de las personas integrantes suplentes.

Artículo 6. Requisitos para ser miembro suplente de la Junta Administradora. De conformidad con el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para ser miembro suplente de la Junta Administradora, la persona deberá cumplir con los mismos requisitos que las personas integrantes titulares, los cuales se detallan a continuación:

a) Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda.

b) Ser de reconocida y probada honorabilidad.

c) Contar con conocimientos y al menos cinco (5) años de experiencia en actividades profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan realizar el análisis de riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.

Artículo 7. Prohibiciones para ser miembro suplente de la Junta Administradora. De acuerdo con lo referido en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no podrá ser miembro suplente de la Junta Administradora: 

a) Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial penal condenatoria por la comisión de un delito doloso.

b) Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras, la Superintendencia General de Seguros, la Superintendencia de Valores y la Superintendencia de Pensiones.

Artículo 8. Deberes de las personas integrantes suplentes durante las suplencias: Las personas suplentes, mientras se encuentren cubriendo una suplencia, tendrán la obligación de asistir a todas las sesiones a las que sean convocadas, salvo justificación, que será comunicada por escrito a la misma Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con al menos veinticuatro horas de antelación, de lo cual se dejará constancia. En estos casos, la persona suplente respectiva, procederá a sustituir en la sesión. De igual manera, deberán guardar absoluta confidencialidad de los asuntos que conozcan, para el resguardo del procedimiento y respeto absoluto a los derechos que asisten a las personas que demandan su intervención.

Artículo 9. Suplencias: En el caso concreto de las ausencias temporales de un integrante titular, los suplentes serán llamados para ocupar el cargo, mientras el titular no esté conformando el órgano, la Junta Administradora elegirá la persona suplente mediante sorteo. 

Las personas suplentes que hayan sido elegidas por Corte Plena, únicamente pueden sustituir a los integrantes titulares escogidos por la misma Corte Plena y nunca podrá asumir suplencias de un titular escogido por el colectivo judicial. En igual sentido, las personas suplentes que hayan sido elegidas por el Colectivo Judicial, sólo pueden cubrir las ausencias de los integrantes titulares escogidos por el Colectivo Judicial, no pudiendo asumir suplencias de un titular escogido por Corte Plena.

Para la suplencia respectiva, la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, establecerá el sorteo por cada grupo que corresponda, sea que las personas suplentes elegidas por el colectivo judicial suplan a los titulares elegidos por el mismo grupo y los suplentes designados por Corte Plena suplan a los titulares de ese grupo.

Artículo 10. Atribuciones de los integrantes suplentes durante las suplencias: Las personas suplentes, mientras se encuentren cubriendo una suplencia, tendrán exactas facultades que un miembro titular, siempre y cuando esté ejerciendo en sustitución de éste.

Artículo 11. De la persona con cargo de presidente. En caso de ausencia o de enfermedad y en general cuando concurra alguna causa justificada, la persona con cargo de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, será sustituida por quien ostente el cargo de vicepresidente en el ejercicio de sus atribuciones y deberes. Cuando se encuentren ausentes las dos personas antes indicadas, la presidencia será asumida por el director de mayor edad. 

Si coincidiera que, el órgano colegiado está conformado solo por integrantes suplentes, en razón de renuncia, enfermedad, muerte o jubilación de la totalidad de los miembros titulares, el cargo de presidente, podrá ser asumido por alguna de las personas suplentes, representante de Corte Plena o del colectivo judicial, según corresponda, mientras se realizan los nombramientos titulares, tomando en consideración de que ostentan las mismas competencias, siempre y cuando estén ocupando el cargo.

Artículo 12. Del ejercicio de la representación. Las personas suplentes, mientras estén nombrados como integrantes de la Junta Administradora ejercerán sus funciones con absoluta independencia, y bajo su exclusiva responsabilidad, con sujeción a las normas establecidas por las leyes, los reglamentos aplicables y los principios de la ciencia, la técnica, la prudencia y la responsabilidad administrativa. Tendrán la más completa libertad para proceder, en el ejercicio de sus funciones, conforme con su conciencia y su propio criterio, razón por la cual serán personalmente responsables de su gestión en la dirección general de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Artículo 13. De la responsabilidad. Las personas integrantes suplentes, mientras estén nombradas como integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, durante las sesiones en las cuales participaron y su voto esté acorde al de mayoría en cuanto a una posible actuación cuestionada, serán solidariamente responsables, de las pérdidas ocasionadas por su culpa o dolo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo que estarán sujetas a las mismas responsabilidades de las personas integrantes titulares. En el ejercicio de sus funciones observarán la máxima prudencia y frugalidad, la exclusión de responsabilidad se producirá si en el acta respectiva consta su oposición expresa contra el acuerdo del caso. En el evento que se superare el monto asegurado en la póliza de fidelidad, la responsabilidad personal subsistirá por el saldo no cubierto.

Artículo 14. Retorno de nombramiento de titular: Cuando una persona integrante suplente se encuentre ocupando un puesto vacante como miembro de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ante la ausencia de nombramiento del titular, en el momento que se nombre al integrante titular y éste ocupe el puesto, la persona suplente pasará a la lista de roles de suplentes a la espera de que sea llamado nuevamente por parte de la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mediante el sorteo correspondiente.

Artículo 15. Necesidad de nombramientos: Cuando todas las personas suplentes estén ocupando los puestos vacantes que dejaron los titulares por alguno de los motivos indicados en el artículo anterior, y esto genere falta de suplentes que puedan suplir las ausencias futuras, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y la Dirección de esta Junta, tomarán las medidas proactivas para que los nombramientos de las plazas vacantes se realicen con la mayor celeridad.

Artículo 16. Participación extra oficial a las sesiones: Cuando el miembro suplente no sustituya al titular, ostenta la condición de particular o de un tercero ajeno al órgano colegiado. En esa condición, existe la posibilidad de que dicho órgano pueda disponer, acordándolo así por unanimidad de sus miembros presentes, que tenga acceso a la respectiva sesión el público en general o bien ciertas personas –las cuales pueden ser los suplentes-, concediéndoles o no el derecho de participar en las deliberaciones con voz, pero sin voto. 

Artículo 17. Facultad de convocar a suplentes sin nombramiento. El disponer la presencia de terceras personas en la respectiva sesión, con o sin derecho a voz, resulta una decisión exclusiva de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, amparada en el principio de auto organización.

Artículo 18. Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su aprobación, el cual será publicado en el Boletín Judicial para conocimiento del público en general.
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